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Queridos lectores:
Con la edición 27-4 de LEISA revista de agroecología, la última del 2011,queremos agradecer muy especialmente a todos aque-
llos que nos han escrito manifestando su respuesta positiva a nuestra invitación “SIGUE CON  LEISA EN EL 2012”. Este apoyo de 
nuestros suscriptores nos anima a continuar trabajando por la agricultura familiar y la agroecología, con varias novedades que 

iremos dando a conocer y con el sorteo de importantes premios, como hicimos en 2011 con el viaje de estudio a Cuba.

Queremos así mismo agradecer las respuestas que ha recibido nuestra encuesta, mayormente a través de la página web 
pero también por medio del correo postal. Atendiendo a las opciones mayoritariamente preferidas y buscando no generar ma-
yor costo por el procedimiento de pago a nuestros suscriptores, hemos optado por recibir sus contribuciones a través de Wes-

tern Union. Los suscriptores del Perú pueden seguir depositando sus contribuciones en las dos cuentas bancarias que hemos 
abierto para ese fin.  

 Esperamos que encuentren de interés los artículos que hemos seleccionado para esta edición y hacemos votos para que 
sigamos contando con sus suscripciones en 2012.

Los editores
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El acaparamiento de tierras y de recursos 
naturales: violaciones del derecho a una 
alimentación adecuada
Sofía Monsalve Suárez y Philip Seufert

En todo el mundo, inversionistas privados y públicos 
firman acuerdos con los gobiernos para tomar posesión 
o asumir el control de grandes superficies de tierra. Estos 
‘acaparamientos de tierras’, tendrán un grave impacto en 
las poblaciones locales, especialmente en lo relacionado 
con su derecho a una alimentación adecuada.

16
“Mi territorio es mi vida” 
el rio Cauca es para la vida y la producción
Organización de Pequeños Ganaderos de 
Ituango, Antioquia, Colombia, y Nubia Ciro

Un caso evidente de lucha ante la usurpación de tierras 
por decisiones ajenas a los productores y pobladores de las 
zonas rurales de Combia.

25 Rebelión en los sertões o la resistencia local 
de los pueblos ante la desterritorialización 
de la agricultura
Carlos Alberto Dayrell

El artículo aborda la actual controversia entre agricultura 
y actividades extractivas en ecosistemas de extrema 
vulnerabilidad. 

35 El impacto ambiental del proyecto minero 
Conga: más allá de lo enunciado
Mirella Gallardo
Presenta la importancia crucial de la jalca o 

páramo andino como reguladora del sistema hídrico, en 
especial para la existencia de agua de calidad necesaria para 
el consumo humano y para la actividad agropecuaria. La 
jalca, como se conoce a esta formación de alta montaña en 
Cajamarca, Perú, es escenario actual de conflictos sociales, 
generados por la expansión de la actividad minera en las 
cabeceras de cuenca y la defensa que ejerce la población de 
sus derechos a la tierra y el agua.

       



 
 

 
 

 

4

editorial

E n los últimos años se extiende por Asia, Africa y América Latina la adquisición de enormes extensiones de tierras, llevada 
a cabo por grandes empresas –extranjeras y también de los países en lo que se adquieren las tierras, inversionistas institu-

cionales y especuladores e incluso estados–. Como se explica en el artículo que abre esta edición de LEISA (Monsalve Suárez 
y Seufert, p. 5), las razones de estas operaciones, que pueden otorgar tierras en venta, alquiler, concesión, etc., son varias: 
producción de biocombustibles (especialmente etanol a partir de maíz o caña de azúcar), de alimentos (principalmente soya 
transgénica), inversión especulativa, explotación minera, petrolífera o de gas natural.

La apropiación de grandes extensiones de tierras por grupos de poder y la lucha de los pequeños propietarios, productores 
campesinos y poblaciones indígenas en defensa de sus derechos no son nuevos, sino que se han dado frecuentemente a lo 
largo de la historia. Pero esta reciente oleada de acaparamiento de tierras se justifica con nuevos argumentos. Uno de ellos es 
que la apropiación de grandes extensiones para la producción de biocombustibles se defiende recurriendo a la problemática 
del cambio climático, cuando, como se sabe, el tipo de agricultura industrial que se va a desarrollar en estas áreas implica la 
producción de gases invernadero. También, a menudo se sostiene en nuestros países que no se debe poner límite a la exten-
sión de las unidades agrícolas puesto que con la agricultura a gran escala se obtienen los rendimientos más altos, que serían 
imprescindibles para poder alimentar a la población en crecimiento. Pero no se dice que ese tipo de agricultura contamina el 
medio ambiente y elimina la agrobiodiversidad y, aun cuando fuera más productiva que otras alternativas –lo cual tampoco 
está demostrado–, no es sostenible.

Otro aspecto que los defensores del acaparamiento de tierras no mencionan es que la instalación de grandes propieda-
des, por lo general en regiones pobres y de escaso desarrollo institucional, otorga a los nuevos terratenientes gran poder e 
influencia en las decisiones políticas, incluso a nivel nacional y que, el nuevo proceso de concentración de tierras se impone 
sobre niveles preexistentes de desigualdad, que demandan políticas redistributivas en lugar de limitar el acceso a la tierra a la 
población rural (Mauro: p. 9).

Aquí es también importante señalar que, en el contexto actual, la defensa de la tierra y el territorio incluye los recursos 
naturales y el acceso a ellos por las poblaciones que se sienten amenazadas o que ya están sufriendo los impactos de la pér-
dida de las condiciones de vida y el acceso a elementos vitales, como son: el agua de calidad para el consumo humano y la 
producción agraria o la conservación de la fertilidad natural de los ecosistemas por la disminución compulsiva de la biodi-
versidad. En América Latina, los países donde la defensa por la tierra y el territorio toma, hoy en día, mayor relevancia, es en 
aquellos donde el crecimiento económico es mayor, dado el grado de inversión en industrias extractivas (minería, petroleo, 
madera) cuya tributación al fisco aporta un importante porcentaje del PBI.

Terminamos recalcando que, como el título de esta edición de LEISA indica, el actual acaparamiento de tierras desco-
noce los derechos de los campesinos, los pequeños productores y las poblaciones indígenas, que no tienen participación en 
las decisiones que afectan sus medios de vida y su cultura, y son desplazados de sus tierras y territorios. Por eso se requiere 
que las poblaciones afectadas se organicen para hacer valer sus derechos, con la colaboración de otras organizaciones de la 
sociedad civil, en el marco de las instituciones de la democracia y los derechos humanos.  
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El acaparamiento de tierras
y de recursos naturales: violaciones del 
derecho a una alimentación adecuada

Sofía Monsalve Suárez y Philip Seufert

“En ningún caso podrá privarse a un pueblo de 
sus propios medios de subsistencia.”

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Artículo 1. 

La falta de acceso adecuado y seguro a la tierra y a los re-
cursos naturales a la que está expuesta la población pobre 

de las zonas rurales y urbanas, es una de las principales cau-
sas del hambre y la pobreza en el mundo. En los 25 años de 
su existencia, la organización FIAN (FoodFirst Information 
and Action Network) ha registrado más de 500 casos de vio-
laciones del derecho a una alimentación adecuada. El 80% de 
estos casos está relacionado con la falta de acceso a recursos. 
En vista de ello, garantizar la seguridad de la tenencia de la 
tierra y del acceso a los recursos naturales es un asunto que 
debe ser abordado urgentemente, para asegurar los medios 
de subsistencia de las poblaciones rurales y urbanas.

Sin embargo, las enormes desigualdades en la distribu-
ción de la propiedad de la tierra –desde América Latina has-
ta África austral, pasando por el Sudeste asiático– continúan 
siendo un motivo de profunda preocupación. De igual for-
ma, en las zonas rurales se puede observar una tendencia 
hacia la reconcentración de la tenencia de la tierra y la rever-
sión de los procesos redistributivos impulsados en el marco 
de las reformas agrarias. 

¿Qué es el acaparamiento de tierras?
Los conflictos agrarios y las luchas para mantener u obtener 
acceso a y control sobre la tierra no son fenómenos nuevos 
en África, Asia y América Latina. Desde hace mucho tiempo, 
campesinos, pastores y pueblos indígenas han visto sus tierras 
pasar a manos de actores poderosos, sobre todo de sus gobier-
nos, elites nacionales o inversionistas empresariales. En este 
sentido, el acaparamiento de tierras no es algo nuevo sino que 
representa un fenómeno recurrente en la historia humana.

El acaparamiento de tierras comenzó a intensificarse en 
muchos países durante los últimos diez a quince años con la 
adopción de las políticas de desregulación, los acuerdos de 
comercio e inversión, y las reformas de mercado de políticas 
marco. Las recientes crisis alimentaria y financiera, aumenta-
ron el ímpetu de esta oleada de inversiones en tierras agrarias 
por parte de gobiernos e inversionistas comerciales. De he-
cho, desde hace más o menos tres años ha surgido una nueva 
forma de acaparamiento de tierras: inversionistas públicos 
o privados toman control de grandes superficies de tierras 
fértiles destinadas a la producción agrícola; algo que afecta 
especialmente a los países más pobres, pero también a otros. 

Diferentes factores explican el aumento del acaparamien-
to de tierras en los últimos años. La presión creciente para 
producir agrocombustibles como alternativas a las energías 
fósiles está creando una demanda artificial sin precedente 

Manifestación en defensa de la tierra en Dakar, Senegal
Foto: autor 

       



 
 

 
 

 
en los cultivos comerciales (Anseeuw y otros, 2012). Varios 
países dependientes de la importación de alimentos intentan 
externalizar su producción adquiriendo tierras de cultivo en 
otros países, con el fin de garantizar su seguridad alimentaria. 
También, como consecuencia de la reciente crisis financiera, 
inversionistas privados han descubierto en las tierras agríco-
las una nueva fuente para obtener beneficios.

Se desconoce la magnitud exacta del actual acaparamien-
to de tierras y no es fácil de conseguir detalles sobre los varios 
proyectos (GRAIN, 2008). Según una publicación reciente 
del Grupo de Alto Nivel de Expertos en Seguridad Alimen-
taria y Nutrición, en los últimos años, entre 50 y 80 millones 
de hectáreas de buena tierra de cultivo han sido transferidas 
de los agricultores campesinos a corporaciones (HLPE, 2011). 
Las empresas implicadas calculan que hasta el momento ya 
se han comprometido a nivel global unos 25 mil millones de 
dólares, y hacen alarde de que la cifra se triplicará en un fu-
turo cercano (LDPI y otros, 2011).

Es difícil establecer exactamente la magnitud del acapara-
miento de tierras en América Latina. Un análisis del fenómeno 
hecho por la FAO en 17 países latinoamericanos (FAO, 2011) 
demuestra que el acaparamiento de tierras ha aumentado en 
la región en los últimos años, y que su magnitud en cuanto al 
número de países y la superficie acaparada, es mayor de lo que 
se suponía. Si se compara la dinámica en América Latina con 
la de otras partes del mundo, se puede notar que aquí el acapa-
ramiento de tierras tiene algunas características particulares: 
sobre todo hay que subrayar que las elites nacionales tienen 
un rol fundamental como inversionistas principales y que gran 
número de transacciones es realizado por empresas (trans) lati-
noamericanas (Borras y otros, 2011). Aunque la producción de 
agrocombustibles es responsable de un gran número de tran-
sacciones de tierras, también hay que señalar la importancia 
de proyectos de minería, de megaproyectos conservacionistas 

y de explotaciones forestales industriales. Estas observaciones 
indican que la manera como se ha entendido hasta ahora el 
acaparamiento de tierras en la región, es decir, como un pro-
ceso de extranjerización de la tierra para proyectos agrícolas, 
es muy acotada y no corresponde a la realidad.

Acaparamiento de tierras y derechos humanos
Desde su creación en 1986, FIAN ha sido una de las primeras 
organizaciones en aplicar sistemáticamente un enfoque ba-
sado en los derechos humanos a las cuestiones agrarias y el 
acceso a la tierra. Desde esta perspectiva, el acaparamiento 
de tierras representa una amenaza para los derechos huma-
nos de las poblaciones locales.

En primer lugar, el acaparamiento de tierras amenaza 
al derecho a una alimentación adecuada, garantizado por 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (PIDESC). Este derecho ha sido definido por el 
Comité de las Naciones Unidas de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (CDESC) en su Observación General 
12, como el derecho que se ejerce cuando todo hombre, 
mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene acce-
so físico y económico, en todo momento, a la alimentación 
adecuada o a medios para obtenerla, lo cual incluye el ac-
ceso a los recursos necesarios para ello (CDESC, 1999). El 
acaparamiento agrario impide que vastas extensiones de tie-
rra y los recursos hídricos asociados –en el suelo, subsuelo y 
circundantes– puedan ser utilizados ahora y en el futuro por 
indígenas, campesinos, pastores, pescadores artesanales y 
poblaciones nómades, lo que de facto es una privación de 
estos recursos para la población local.

Internacionalmente, el acaparamiento de tierras implica 
violación de derechos humanos, debido a que este se lleva a 
cabo expulsando a las comunidades locales, silenciando y re-
primiendo a quienes se oponen, intensificando la aplicación 

Alambrada. Ccascabamba, Angaraes
Foto: Archivos SISAY

       



 
 

 
 

 
de modelos no sostenibles de agricultura y de uso del suelo 
que destruyen los ambientes naturales y agotan los recursos; 
negando el acceso a la información completa y evitando así 
la participación de las comunidades en las decisiones que 
afectan profundamente sus modos de vida. FIAN y otras or-
ganizaciones de derechos humanos han documentado un 
gran número de desalojos forzosos de comunidades rurales 
y urbanas a lo largo de los últimos años.

En suma, el acaparamiento de tierras constituye una vio-
lación de los derechos humanos y plantea numerosas ame-
nazas para las comunidades rurales. Al ser una actividad a 
largo plazo que destruye los ecosistemas y va en contra de 
opciones de política rural basadas en los derechos humanos, 
como la reforma agraria, también puede vulnerar los dere-
chos humanos de las generaciones futuras.

La responsabilidad de los gobiernos y de las 
organizaciones internacionales
Las acciones y decisiones que ignoran las obligaciones que 
tienen los gobiernos de garantizar los derechos humanos, 
se encuentran entre las principales causas por las cuales 
el hambre no solamente persiste, sino que incluso sigue 
aumentando a nivel mundial. En lugar de facilitar a los in-
versionistas nacionales o extranjeros el acceso a inmensas 
superficies de tierras, los gobiernos deben suspender de 
inmediato todos los acaparamientos de tierra actuales y fu-
turos; rescindir los contratos ya firmados, devolver la tierra 
saqueada y sancionar el acaparamiento de tierras. Además, 
los gobiernos deben honrar los compromisos asumidos en la 
declaración final de la Conferencia Internacional de Reforma 
Agraria y Desarrollo Rural (CIRADR), de 2006, relacionados 
con el fortalecimiento de la agricultura campesina sosteni-
ble, así como implementar las recomendaciones de la Eva-
luación Internacional del Papel del Conocimiento, la Ciencia 

y la Tecnología en el Desarrollo Agrícola (IAASTD), de 2008. 
Los gobiernos deben también dejar de reprimir y de crimina-
lizar a quienes defienden sus tierras.

Al mismo tiempo, las organizaciones internacionales de-
ben reconocer las desastrosas consecuencias del acapara-
miento de tierras para las comunidades, los ecosistemas y el 
clima, en vez de tratar de legitimarlos dándoles una fachada 
de ‘inversiones responsables’. Si bien se necesitan urgente-
mente inversiones en las zonas rurales, este tipo de inversión 
produce lo contrario a lo que verdaderamente hace falta, es 
decir: inversiones en las comunidades locales y en la agricul-
tura a pequeña escala. 

Con el acaparamiento de tierras, la globalización llega a 
los sectores clave de las economías nacionales y de sectores 
esenciales para la libre determinación de los países y de los 
pueblos. El acaparamiento agrario profundiza la mercanti-
lización de los recursos naturales y de la agricultura. El sis-
tema alimentario resultante amenaza de forma sistemática 
la realización del derecho a la alimentación de las familias 
campesinas, pero también de todo el resto de la población. 
Por eso, todos tenemos el deber de enfrentar y oponernos 
al acaparamiento de tierras, seguir luchando por la reforma 
agraria y por el derecho a la tierra y el territorio. Durante el 
Foro Social Mundial de Dakar, Senegal, en febrero de 2011, 
movimientos sociales, organizaciones de pequeños produc-
tores y otras organizaciones de la sociedad civil hicieron un 
llamamiento colectivo contra el acaparamiento de tierras 
(www.dakarappeal.org). Más de 900 organizaciones ya se han 
adherido a este llamamiento que se ha convertido en una 
de las principales herramientas para la resistencia contra 
el acaparamiento de tierras. Además, ha sido creada una 
Alianza Mundial contra el Acaparamiento de Tierras durante 
la primera Conferencia Internacional de Campesinos contra 
el Acaparamiento de Tierras, en Nyéléni, Malí, en noviem-

El caso Bajo Aguán, Honduras 

El sector agropecuario en Honduras 
contribuye entre el 26 y el 28% al Pro-
ducto Interno Bruto (PIB) y más de un 
tercio de su territorio está constituido 
por tierras cultivables y pastizales. 
Pese a esa gran disponibilidad de tierra, 
gran cantidad de familias continúa sin 
tener acceso a la tierra y miles de ellas 
poseen apenas entre 1 y 3,5 hectáreas, 
mientras existe una gran concentración 
de tierras en manos de propietarios 
particulares. Esta situación incrementa 
los niveles de pobreza y pobreza ex-
trema de un país enormemente rico en 
recursos naturales (FIAN, 2011).

La reducción  de la soberanía y segu-
ridad alimentarias en Honduras está 
acompañada por un proceso de recon-
centración de las mejores tierras del 
país en pocas manos, lo cual ha hecho 
retroceder los avances logrados en 
materia de redistribución de tierras a 
partir de los años setenta. El proceso 
de reforma agraria tuvo su auge entre 
1973 y 1977, cuando se distribuyeron 
120 mil hectáreas en solo cinco años. 

Fue en esa época que el Estado comen-
zó a promover un programa de migra-
ción inducida para trasladar campesi-
nos a zonas despobladas del Atlántico 
hondureño, sobre todo en la región del 
Bajo Aguán.

Sin embargo, en el marco de los Acuer-
dos de Ajustes Estructurales impul-
sados por los organismos financieros 
internacionales, se promulgó en 1992 
la Ley de Modernización y Desarrollo 
del Sector Agrícola, con la que los 
empresarios continuaron la concentra-
ción de la tierra. A través de diversos 
manejos irregulares y diferentes inter-
pretaciones de esa ley, se otorgó a los 
grandes productores la oportunidad 
de extender sus territorios más allá de 
los límites máximos de propiedad que 
la ley de reforma agraria había estable-
cido; en otras palabras, se les permitió 
acaparar tierra. 

Para los campesinos sin tierra y mini-
fundistas se perdía así la esperanza de 
acceder a tierra productiva en cantidad 

y calidad suficiente que les permitiera 
convertirse en productores por cuenta 
propia. Ante esta situación, a partir de 
2001, miles de familias campesinas em-
pezaron a ocupar pacíficamente tierras 
que reivindicaban como propias.

El 9 de diciembre de 2009, 2.500 fami-
lias campesinas del Movimiento Uni-
ficado Campesino del Aguán (MUCA) 
iniciaron un proceso de recuperación de 
20 mil hectáreas. Esta situación desen-
cadenó una ola de violencia y represión 
en todo el Bajo Aguán que se ha visto 
fuertemente agudizada desde el golpe 
de estado el 28 de junio de 2009. Los 
movimientos campesinos de esta zona, 
que luchan por el acceso a la tierra para 
ejercer su derecho a alimentarse, se han 
enfrentado a una situación de perma-
nente hostigamiento y atropello tanto 
de parte de las fuerzas de seguridad 
pública como de miembros de empresas 
de seguridad privada. Entre enero de 
2010 y febrero de 2012,  han sido regis-
tradas 45 muertes en relación con el 
conflicto por la tierra en el Bajo Aguán.

       



 
 

 
 

 
bre de 2011 (www.cloc-viacampesina.net/es/temas-principales/
reforma-agraria/803-declaracion-de-la-conferencia-idetenga-
mos-el-acaparamiento-de-tierras-ya). La defensa de un acceso 
justo a la tierra y a los recursos naturales es un elemento cla-
ve en la lucha por el derecho a la alimentación y representa 
la base de una agricultura sostenible basada en la soberanía 
alimentaria y la justicia. 

Sofía Monsalve Suárez
Coordinadora Programa Acceso a Recursos Naturales
Correo-e:  monsalve@fian.org

Philip Seufert
Programa Acceso a Recursos Naturales - FIAN International 
Secretariat
Correo-e: seufert@fian.org
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Escasez 
de tierra y 

perspectivas 
futuras

Annalisa Mauro

E l problema de acaparamiento o concentración de tierra es 
un proceso rápido y alarmante que trae beneficios a gran 

escala y se inserta en cadenas productivas comerciales, no 
tanto en el nivel doméstico sino en el regional o internacional.

En el contexto de presión sobre la tierra para producir 
energía, combustibles y minerales; secuestrar carbono, pro-
teger la naturaleza, alimentar, ser un espacio de vida digna, 
acomodar derechos originarios y derechos recientes; todo 
esto para una población creciente y con mayores demandas, 
las adquisiciones de tierras dibujan en el mapa los flujos de 

capital. En ocasiones, los procesos de adquisición de tierra 
traspasan las fronteras nacionales, generando impactos que 
dan lugar a nuevas interacciones entre los países de la re-
gión. Es fundamental generar información y vigilar tenden-
cias a través de los ‘observatorios’ de tierra y territorios. Cada 
observatorio genera la información y la evidencia necesarias 
para interactuar con los tomadores de decisiones e influen-
ciar sus políticas.

Desde la perspectiva ambiental, destaca el cambio de uso 
del suelo propio de los procesos de concentración y su im-
pacto en el paisaje rural, ambiental y social. En este sentido, 
impresiona el impacto de la producción de soya en Paraguay 
o de palma africana en Guatemala, que trazan paisajes unifor-
mes, privados y carentes de biodiversidad. Los contratos de 
transacciones de tierra, no siempre transparentes y accesibles, 
tienen que vincular, además, el acceso a la tierra con el consu-
mo de agua. Grandes adquisiciones de tierra implican muchas 
veces la necesidad de grandes cantidades de agua, desatán-
dose problemas en el acceso a este otro recurso.

Es necesario avanzar también en la investigación sobre el 
impacto de los procesos de concentración de tierra sobre las 
mujeres rurales. Según la FAO, si se garantizara a las mujeres 
el acceso equitativo a los recursos, su rendimiento agrícola 
podría incrementarse entre 20% y 40%, lo que aumentaría 
los rendimientos nacionales hasta en 4%. “En el proceso de 
privatización de la tierra, las mujeres pierden los pocos dere-
chos que ya tenían, mientras que los hombres fortalecen los 
suyos. Cuando se formaliza la privatización son los hombres 
quienes reciben títulos” (Lastarria-Cornhiel, 2011).

Delfina, una mujer wichí, en su huerto, comunidad La Fontana, Chaco, Salta, Argentina
Foto:  Ciara Scardozzi
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El proceso de concentración de tierra en la región se 
suma en algunos casos a niveles históricos preexistentes de 
concentración y desigualdad, a los cuales se tendría que res-
ponder con políticas redistributivas antes de facilitar cual-
quier iniciativa de inversiones de gran escala que limitan el 
acceso a la tierra para la población rural que la demanda.

¿Cómo asignar derechos y deberes sobre un 
recurso limitado como la tierra, para distintos 
grupos con demandas contrastantes?
Se abre en la región un debate sobre una nueva generación 
de políticas (Bolivia, Argentina, Ecuador, Perú) capaces 
de redefinir el significado mismo de tierra. En este debate 
se considera a la tierra no como un problema aislado, sino 
como un espacio donde convergen distintas presiones y li-
mitaciones en un territorio. Estas políticas apuntan a ordenar 
el territorio para reconocer y responder a los derechos de 
poblaciones diferenciadas (pueblos indígenas, mujeres rura-
les, adolescentes agrarios, consumidores de alimentos, etc.). 
Tales políticas deben ser articuladas por el Estado y facilitar, 
como condición imprescindible, la participación ciudadana 
para su legitimización social. Los ciudadanos y ciudadanas 
deben participar activamente y ejercer sus derechos sobre 
las decisiones que afectan sus territorios rurales. Una nueva 
institucionalidad agraria puede resultar de una interacción 
Estado-sociedad. Las políticas deben anticipar el fenómeno 
de acaparamiento a través de medidas preventivas como lí-
mites a la propiedad y a la extranjerización de la tierra; con-
siderar impuestos progresivos; tomar en cuenta el respeto de 
la vocación del suelo para limitar procesos de avance de la 
frontera agrícola o del cambio de uso del suelo.

A nivel global, en el marco del Comité de Seguridad Ali-
mentaria de la FAO, se negocian actualmente las Directrices 
Voluntarias sobre Gobernanza Responsable en la Tenencia 
de la Tierra y Otros Recursos Naturales. De ser aprobadas, 
estas directrices ofrecerán un marco de referencia para el 
avance de políticas nacionales.

Como destacan los relatores de las Naciones Unidas, la 
violación de los derechos humanos está estrechamente vin-
culada a las reivindicaciones y defensa de la tierra y territo-
rios. Es necesario destacar los despojos que suceden en la 

región y trabajar en la defensa de los derechos individuales y 
colectivos de indígenas y campesinos.

A pesar de la tendencia a favorecer las grandes inversio-
nes de capital, la propiedad de grandes extensiones de tierra 
y el libre comercio, la mayoría de los marcos legales de la 
región ofrecen importantes contextos para la exigibilidad del 
derecho a la tierra. Muchas organizaciones locales encuen-
tran soluciones locales a través de procesos de diálogo entre 
actores o a través de negociaciones con actores externos, 
como medio para establecer consensos sobre el acceso, uso 
y control de los recursos. 

Annalisa Mauro
International Land Coalition Secretariat
Correo-e: l.mauro@landcoalition.org
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Trabajando en tierra propia
Foto: Sandra Apaza 

       



 
 

 
 

 

Los territorios kechwa-lamas
y la superposición de sus modos ancestrales 

de relacionarse con la tierra 
Rider Panduro Meléndez

Los kechwa se asientan en la amazonía, 
y dependen principalmente de la horti-
cultura de roza y quema, aunque la caza y 
la pesca aún son importantes. Las zonas 
de caza o ‘paseaderos’, para el mitayero 
–cazador amazónico– se ubicaban en las 
nacientes de las microcuencas que fluyen 
hacia las cuencas medias y bajas de ríos 
como el Marañón, el Huallaga, el Mayo y 
el Ucayali.

Entre los espacios de caza y sus chacras 
regeneraban la diversidad de sus cultivos 
nativos a través del intercambio con los 
bosques. Las migraciones y los procesos 
de cultivo entre la chacra y el bosque les 
permitieron ampliar sus relaciones con 
otras poblaciones amazónicas y andinas, 
así como la regeneración de rituales an-
cestrales relacionados con el bosque y la 
caza, que perduran hasta hoy en muchos 
de sus ceremoniales agrofestivos.

Las zonas de caza funcionaban también 
como centros de enseñanza sobre la bio-
diversidad regional para los niños acom-
pañantes del mitayo. Así, los saberes se 
transmitían a los jóvenes en su proceso 
de conversión en mitayeros, y se fortale-
cía su organicidad ancestral manifiesta en 
la comunidad o llaktao. No había límites 
entre regiones, todo estaba entrelazado 
formando el pacha o tejido, hecho de ca-
minos entre las comunidades, las familias, 
las chacras y el monte. En las pachas se 
manifiesta la biodiversidad y la interde-
pendencia de las colectividades naturales 
con los runas y las deidades.

En la actualidad, algunas de estas an-
tiguas zonas de caza se han covertido 
en áreas comunales otorgadas por los 
gobiernos. Existen 15 comunidades con 
áreas comunales reconocidas, pero hay 
más de 100 comunidades con pobla-
ciones nativas kechwa distribuidas en 7 
provincias. Las zonas de caza y las áreas 
comunales se encuentran superpuestas 
con una serie de concesiones otorgadas 
a corporaciones de hidrocarburos, indus-
trias forestales, agroindustrias, áreas de 
conservación y zonas de amortiguamien-
to de áreas naturales protegidas. A esto 
se suman oleadas de inmigrantes que 
están formando nuevas comunidades.

La superposición de territorios no es solo 
física, sino que implica cosmovisiones, y 
formas de relacionarse con la tierra. El 
modo de vida de los kechwa-lamas expre-
sa la simbiosis de la colectividad natural 
constituida por la relación hombre-natu-
raleza-deidad. Se trata de una relación 
vivencial, filial y de respeto por la madre 
naturaleza o pachamama: la yacumama 
(el agua como madre) y la sachamama (el 
bosque como madre), que permite la re-
creación de la diversidad biocultural.

Entre las aspiraciones de los pueblos 
kechwa-lamas, expresadas en las conclu-
siones de una reunión regional con repre-
sentantes de 30 comunidades (ARAA/
CHOBA-CHOBA, 2003), y relacionadas 
con sus espacios de vida comunal regio-
nal, mencionaron:

•	 La necesidad de que el Estado facilite la 
titulación de tierras y áreas comunales.

•	 Que los gobiernos apoyen a las comu-
nidades en la recuperación y conserva-
ción de cultivos nativos y bosques, me-
diante el fortalecimiento de la chacra 
tradicional, la sabiduría vinculada a las 
prácticas y el reconocimiento de áreas 
comunales ancestrales.

Trabajo colectivo de mantenimiento de caminos 
y linderos para prevenir la invasión de territorios

Foto: autor

•	 Contar con apoyo para el análisis de las 
concesiones forestales y las posibles 
exploraciones petroleras.

•	 Cualquier apoyo, proyecto, acción o 
decisión de las organizaciones e ins-
tituciones oficiales que afecte a las 
comunidades kechwa hablantes debe 
facilitar encuentros regionales para for-
talecer la organización en su conjunto y 
no por separado.

•	 Promover la formación de un consejo 
de mayores (o abuelos y abuelas) como 
instancia mayor de decisión.

El mundo oficial debe respetar sus creen-
cias, vida comunal y aspiraciones. Los ma-
yores enseñan a compartir la sabiduría y 
las semillas, equivalencia que los kechwa-
lamas esperan del mundo moderno. 

Rider Panduro Meléndez
Correo-e: riderpm60@gmail.com

Referencia
- Mayor, Pedro, y Richard Bodmer. 2009. 

Pueblos indígenas de la Amazonía pe-
ruana (en línea). Iquitos, Perú. Disponi-
ble en http://atlasanatomiaamazonia.
uab.cat/pdfs/PueblosIndigenasAma-
zoniaPeruana.pdf.
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La carrera 
global por 

el derecho a 
la tierra y el 
territorio en 

Brasil
Sérgio Sauer

Según un estudio realizado por el Banco Mundial (Deininger 
y Byerlee, 2010), ha habido un aumento significativo en la 

demanda mundial de la tierra, especialmente a partir de 2008, 
por lo que el histórico ‘conflicto territorial’ en Brasil y América 

Río São Francisco, donde se 
planea la construcción de la 
presa de Riacho Seco, cerca de la 
comunida de Cupira
Foto: autor

Latina, forma parte de un fenómeno global. Según este estu-
dio, en comparación con la transferencia de tierras de cultivo 
(o cultivadas), el aumento fue de aproximadamente cuatro mi-
llones de hectáreas anuales antes de 2008. Solo en 2009, más 
precisamente entre octubre de 2008 y agosto de 2009, se ven-
dieron más de 45 millones de hectáreas, de las cuales el 75% de 
ellas se encuentran en África (Deininger y Byerlee, 2010, p. vi).

Un hallazgo clave del estudio del Banco Mundial es que 
el crecimiento de  la producción agrícola y, en consecuencia, 
las demandas y las transacciones para la compra de tierras 
se concentran en la expansión de ocho productos. Estos son 
maíz, palma aceitera, arroz, canola, soja, girasol, caña de 
azúcar y plantaciones forestales (Deininger y Byerlee, 2010, 
p. 8), y tres de ellos (maíz, soja y caña de azúcar) son funda-
mentales en la expansión de la frontera agrícola en Brasil, lo 
cual se refleja en mejores precios para los agrocombustibles 
y en las subvenciones del gobierno.

Una parte importante de la producción agrícola está di-
rectamente relacionada con la creciente demanda mundial de 
fuentes de energía alternativas y el consiguiente incremento 
de la producción de materias primas para biocombustibles. 
Según datos del Ministerio de Agricultura, la mitad de la cose-
cha anual de caña de azúcar brasileña es para la producción 
de etanol y, alrededor del 90% de la producción nacional de 
biodiesel tiene al aceite de soja como materia prima básica.

Debido a la creciente demanda la tendencia es a au-
mentar las superficies plantadas de materias primas para la 
agroenergía. En 2008, de la superficie total cultivada en el 
mundo, se calculó que 36 millones de hectáreas, son para 
biocombustibles; un área dos veces mayor que en el año 
2004. De estas, 8,3 millones de hectáreas estaban en Europa 
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(principalmente con canola), 7,5 millones en los EE.UU. (con 
maíz) y 6,4 millones de hectáreas en América Latina (Deinin-
ger y Byerlee, 2010, p. 8), principalmente con plantaciones 
de caña de azúcar en Brasil. Según este estudio del Banco 
Mundial, ahora existen tres tipos de reclamantes de tierras: 
a) los gobiernos interesados en la producción de alimentos 
para atender la demanda interna de sus poblaciones; b) las 
empresas financieras que en la situación actual buscan ven-
tajas comparativas mediante la adquisición de tierras, y c)  las 
empresas agroindustriales y de agronegocios que, debido a 
la alta concentración del comercio y del procesamiento, bus-
can expandir sus negocios (Deininger y Byerlee, 2010, p. 3).

Este proceso de expansión de las actividades agrícolas es 
contradictorio, porque si por un lado reproduce la lógica co-
lonial, ‘acumulación por desposesión’, según Harvey (2004); 
por el otro, cuenta con apoyo del gobierno. Una parte im-
portante de la inversión extranjera en Brasil, incluyendo la 
compra de tierras, se financia con fondos públicos, Las inver-
siones y los incentivos fiscales (Sauer, 2010) se asignan prin-
cipalmente al cultivo de caña para la producción de etanol 
(en el Cerrado de Goiás, Mato Grosso do Sul y el Triángulo 
Minero) y para el cultivo de soja en la región conocida como 
‘Mapitoba’ (área de 414.381 km² que ocupa parte de los es-
tados de Maranhao, Tocantins, Piaiú y Bahía) y también en 
partes de la amazonía. Así mismo, se destinan fondos públi-
cos para la minería y extracción de madera, principalmente 
del bosque amazónico. De otro lado, muchos proyectos de 
infraestructura realizados con fondos públicos no han respe-
tado los derechos territoriales de las comunidades tradicio-
nales, como tampoco el de las familias beneficiarias de los 
programas de reforma agraria.

El interés internacional en la tierra y en las materias primas, 
así como la expansión de la frontera agrícola y la exploración 
minera siguen afectando a las comunidades rurales, especial-
mente a las de los quilombos, como veremos más adelante.

La intensificación de los conflictos territoriales 
en el semiárido
Como se mencionó anteriormente, las disputas por la tierra 
y el territorio no son nada nuevo en la historia de Brasil; por 
el contrario, la expropiación y la acumulación de tierras han 
sido siempre el sustento del ejercicio del poder político y de la 
implementación de procesos de desarrollo, como fue el caso 
de la aplicación de la Revolución Verde a partir del año 1960. 
Este proceso histórico de apropiación y expropiación ha per-
mitido el mantenimiento y la expansión de un modelo de pro-
ducción agroexportador (modernización conservadora), que 
prioriza el mercado internacional de commodities.

Frente a la concentración de la tierra, existen la resisten-
cia y la lucha de las comunidades y grupos sociales, como 
oposición a la expansión del modelo agroexportador y sus 
pretensiones de ampliación de la frontera agrícola. Los cam-
pesinos y agricultores familiares, los pueblos ribereños, los 
indígenas, comunidades quilombolas y muchos otros grupos 
sociales del campo que han estado excluidos políticamente 
buscan reivindicar sus derechos, reconstruir sus identidades 
y modos de vida, así como sus formas de apropiación de la 
tierra con diversificación agrícola y la valorización del bos-
que y la naturaleza, insistiendo en el derecho a la reproduc-
ción social y cultural.

Esta es la realidad de muchas comunidades en todo Bra-
sil, no solo en la región amazónica, sino también en el no-

Canal de trasposición, trecho que 
afecta el área del asentamiento 

Jibóia, municipio de Cabrobó
Foto: autor
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reste, sobre todo como resultado de la inversión pública en 
construcción de infraestructura.

La Relatoría de Derechos Humanos de Tierra, Territorio y 
Alimentación, llevó a cabo una misión a la región semiárida 
de Pernambuco, en 2010. Esta región, marcada por el fracaso 
de las políticas públicas, sufre los impactos de mega proyectos, 
tales como los de las represas Barragens de Riacho Seco y Pe-
dra Branca y las obras de transposición del río São Francisco. 
En una visita a las comunidades afectadas y a los proyectos de 
colonización, los líderes de la comunidad y de los movimien-
tos sociales expresaron con evidencia las violaciones de sus 
derechos; era evidente la amenaza por los proyectos de re-
presas que enfrentaba la comunidad Cupira, una agrupación 
quilombola, ubicada en Santa Maria da Boa Vista.

Los  proyectos de ‘desarrollo’ de la región, financiados 
con fondos públicos, han servido a los intereses de grandes 
grupos económicos, tales como el Pontal Sul, proyecto para 
la irrigación de más de siete mil hectáreas de tierra en el mu-
nicipio de Petrolina, y posterior venta de grandes lotes a los 
grupos económicos, sin tomar en cuenta ni  satisfacer la de-
manda de la población local por acceso a la tierra y el agua.

También la demarcación de las tierras indígenas muestra 
la evidencia de múltiples violaciones de derechos fundamen-
tales de estos pueblos, algo que se debe tanto a la inestabili-
dad y lentitud de los procedimientos administrativos en curso 
en la Fundación Nacional del Indio (Funai), como a la presión 
que ejercen los grandes grupos económicos en la región. 

Las acciones de los movimientos sociales y la resistencia 
de las comunidades tradicionales son vistas como una ame-
naza, ya que los conflictos generan inestabilidad y ‘ahuyentan 
los negocios’, pero también explican el por qué de la disputa 
por la tierra, lo cual es un factor que limita las oportunidades 
de expansión para los monocultivos. En esta lógica, los mo-
vimientos sociales agrarios, los pueblos y comunidades tra-
dicionales (faxinalenses, quilombolos, quebradoras de coco, 
vazanteiros, pescadores, etc.), y muchos pueblos indígenas 
son criminalizados por cuestionar la expansión de la frontera 
agrícola para el monocultivo.

Apuntes para una conclusión
En agosto de 2010, ante la creciente demanda de tierras en 
Brasil, la Oficina del Procurador General (Advocacia Geral 
da União - AGU) ha emitido una opinión que restablece las 
posibilidades para limitar, o más bien regular los procesos 
de inversión y compras de terrenos por extranjeros en Brasil. 
Esta opinión de AGU retoma lo dispuesto en la Ley No. 5.709, 
creada en 1971, donde se establece el límite máximo de 50 
módulos (art. 3) para la compra de tierras por extranjeros 
y, también, el que la suma máxima de propiedades de una 
persona extranjera no puede superar la cuarta parte de la 
extensión de un municipio (art. 12).

Sin menospreciar la importancia de esta opinión legal y 
judicial, cuyo anuncio causó buena impresión en ciertos cir-
cuitos internacionales por mostrar la posibilidad de la acción 

Reunión de la comunidad quilombola Cupira, municipio de Santa Maria da Boa Vista, 
que será inundada con la construcción de la presa de Riacho Seco (río São Francisco)
Foto: autor
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Las organizaciones sociales faxinales están basa-
das en el uso común de la tierra. El uso es colecti-
vo, pero se trabaja individualmente. En Paraná, la 
organización de los faxinais ha existido desde el 
siglo XVIII y surgió de una alianza de los indios con 
los negros que huyeron de la esclavitud. (Fuente 
REDE PUXIRÃO de Pueblos Tradicionales).

Los quilombolos son una minoría étnica de Brasil 
que viven en comunidades cerradas, llamadas 
quilombos. Se remontan a los esclavos (en su ma-
yoría de Angola) de Brasil en el siglo XVII.

Vazanteiros: “pueblosde agua y  de la tierra de 
cultivo”, asentados en las riberas de ríos, lagunas 
y mar del Brasil. (SOS Rios Do Brasil, blog exclusi-
vo sobre recursos hídricos). 
sosriosdobrasil@yahoo.com.br

efectiva del Estado en un área estratégica, la solución del pro-
blema no se materializa con su publicación. Hay problemas 
en el propio contenido de esta ley que van mucho más allá de 
la cuestión de la tierra, que convencionalmente se denomina 
‘extranjerización’, ‘apropiación de tierras’ o ‘confiscación de 
tierras’ (traducción de la expresión en inglés land grabbing).

La realidad histórica de la concentración de la propiedad 
de la tierra, corroborada una vez más por el Censo Agrope-
cuario 2006, realizado por el Instituto Brasileiro de Geografía 
y Estadística (IBGE), asociada con la falta de reconocimiento 
de los derechos sobre la tierra, son problemas agrarios graves. 
Esta situación de concentración y falta de derechos sobre la 
tierra no será revertida ni asegurada con la adopción de meca-
nismos para controlar la adquisición de tierras por extranjeros. 
La inmensa mayoría de los grandes latifundios está en manos 
de unos cuantos brasileños, lo que hace urgente la adopción 
de políticas de redistribución y uso de la tierra, como la refor-
ma agraria y el reconocimiento de las tierras pertenecientes a 
pueblos indígenas y comunidades tradicionales. 

Sérgio Sauer
Universidad de Brasilia (FUP/UnB), Relator del Derecho Hu-
mano a la Tierra, el Territorio y la Alimentación
Correo-e: sauer.sergio@gmail.com

Referencias

-- Deininger, K. y D. Byerlee. 2010. Rising global interest in 
farmland: Can it yield sustainable and equitable bene-
fits? (en línea). Washington, Banco Mundial. Disponible 
en http://siteresources.worldbank.org/INTARD/Resources/
ESW_Sept7_final_final.pdf

-- Harvey, David. 2004. O novo imperialismo. São Paulo, 
Edições Loyola.

-- Sauer, S. 2010. Dinheiro público para o agronegócio. Le 
Monde Diplomatique Brasil. Año 3, No. 33, abril de 2010, 
p. 8-9.

-- Sauer, S. 2011. Mercado de terras: estrangeirização, dis-
putas territoriais e ações governamentais no Brasil. 
En: Saquet, M. A.; J. C. Suzuki y G. J. Marafon (orgs.). 
Territorialidades e diversidade nos campos e nas cidades 
latino-americanas e francesas. São Paulo, Ed. Outras Ex-
pressões. 227 p.

-- Sauer, S. y S. P. Leite. 2011. Agrarian structure, foreign 
investments on land and land price in Brazil (en línea). 
Lan Deal Politics Initiative (LDPI). Disponible en www.
future-agricultures.org/index.php?

Reunión con colonos, líderes quilombolos e indígenas en  el asentamiento 
Jibóia (município de Cabrobó), afectado por el canal de transposición

Foto: autor
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“Mi territorio es mi vida”
El río Cauca es para la vida

y la producción

“Recogemos el eco de los territorios de Colombia, ecos de 
protesta de las personas que habitan los territorios con formas 

de vida que por siglos se han desarrollado en armonía con 
el ambiente, pueblos a los cuales se les han violentado sus 

maneras de habitar, amenazado su cultura e identidad, 
impuesto el destierro o el desplazamiento, en nombre de lo que 

algunos llaman desarrollo”.
Ríos Vivos, movimiento colombiano en defensa de los 

territorios afectados por represas.

L as comunidades de los municipios afectados por la cons-
trucción del megaproyecto hidroeléctrico Ituango en 

Antioquia, Colombia, organizadas en asociaciones de cam-
pesinos, mineros artesanales, mujeres, comerciantes, trans-
portadores y propietarios de tierra, y articuladas en el mo-
vimiento nacional Ríos Vivos, están defendiendo hoy con 
su propia vida, frente al Estado y las empresas nacionales y 
transnacionales, el río Cauca como su territorio, en el cual han 
construido y tejido relaciones de todo orden ancestralmente.

Este megaproyecto hidroeléctrico, al lado de la conce-
sión de más de 40.000 hectáreas para la explotación de meta-
les preciosos otorgada a multinacionales y el establecimiento 
de una zona franca, forma parte del paquete diseñado por 
el gobierno en el marco de las ‘Locomotoras del Desarrollo’, 
para ‘impulsar económicamente’ las regiones del norte y el 
occidente de Antioquia.

A nombre de este modelo de desarrollo se modifica la ac-
tividad productiva tradicional y los territorios se convierten 

en zonas mineras o de turismo, donde las empresas naciona-
les o extranjeras contratan a la población en forma temporal. 
Los habitantes pierden la autonomía productiva, los lazos 
que tienen con el territorio y, especialmente en el caso de las 
mujeres, se restringen sus labores a actividades económicas 
marginales. El territorio sufre un profundo reordenamiento. 
La entrega de millones de hectáreas a las transnacionales 
mineras, el reemplazo forzado de economías campesinas y 
la pérdida  de soberanía sobre amplios territorios ponen en 
peligro definitivo nuestra esencia: la tierra, la producción, las 
relaciones de solidaridad y cooperación construidas históri-
camente por las comunidades. Los megaproyectos se impo-
nen sobre la visión de desarrollo integral de las comunidades 
locales, productoras de alimentos que generan más empleos 
permanentes que las represas, y con alternativas reales de 
desarrollo sostenible y mejores condiciones de vida.

Según Miller Dussan (profesor de la Universidad Surco-
lombiana de Neiva y líder de la Asociación de Afectados por 
el Quimbo), “las empresas hablan de resarcimiento de da-
ños, compensaciones e indemnizaciones. A quienes tienen 
tierras, por lo general se les ofrecen nuevas tierras que muy 
pocas veces igualan o superan las condiciones de las que 
se ven forzados a abandonar; se desconoce como afectados 
a quienes no son propietarios y, por tanto, no se les ofrece 
ninguna opción; por ejemplo, arrendatarios, ocupantes, vi-
vientes o mayordomos. Quienes viven de lo que el río les 
proporciona manifiestan que la única manera de compen-
sarlos por la destrucción de los ríos es con otro río, situa-

Organización de Pequeños Ganaderos de Ituango,
Antioquia, Colombia, y Nubia Ciro

Modelo de producción sostenible
Foto: Nubia Ciro 
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ción difícil si recordamos que no solo los principales ríos a 
represar son declarados como de utilidad pública sino tam-
bién sus afluentes. Puede parecer una posición hostil para 
las empresas y para quienes impulsan estas políticas, pero 
es importante situarse en la posición de los afectados para 
dimensionar realmente la magnitud de las afectaciones y no 
solo en la posición del actor externo que impone su visión 
desarrollista desconociendo la cultura local”.

Las represas disminuyen la capacidad productiva de los 
territorios, vulnerando la seguridad alimentaria y poniendo 
en riesgo el autoabastecimiento del país en el mediano plazo, 
en virtud de su cantidad y envergadura.

La mayor parte del territorio colombiano vive los efectos 
del conflicto armado, que facilitan la construcción de estas 
represas en tanto las comunidades no pueden organizarse 
para reclamar sus derechos. Así, los desplazamientos forza-
dos han servido para desocupar estas zonas de interés.

¿Qué desaparece con Hidroituango?
Las tierras que se inundan son, en su mayor parte, riberas de 
ríos: áreas con alta productividad. Se transforma el paisaje 
y la vocación agropecuaria, y las áreas resultantes son con-
vertidas, a través de la privatización, en zonas turísticas y mi-
neras donde quienes eran propietarios y productores, ahora 
proporcionan la mano de obra para los oficios que demanda 
este tipo de economía, transformando también con ello la 
cultura y arrasando la tradición, la diversidad y la produc-
ción, en suma, la propuesta de desarrollo local.

A lo largo de los 79 km que serán inundados, desapa-
recerá la actividad ganadera y la producción de una gran 
variedad de frutales, cultivos de panllevar y maderas nati-
vas. Además, se perderá una porción significativa del bosque 

seco existente en el país. Se pondrá en riesgo la producción 
en las laderas de las montañas, cultivadas históricamente por 
campesinos, que ya han alcanzado una producción mejora-
da y diversificada.

Tanto para las comunidades asentadas en la ribera que 
será inundada, como para las que habitan en las laderas –in-
quietas por las consecuencias que el embalse traerá para su 
producción y su modo de vida–, la mayor preocupación es 
que la empresa constructora del proyecto (Empresas Públicas 
de Medellín) no contempla la Licencia de Impacto Ambiental 
los estudios y estrategias necesarios para enfrentar las conse-
cuencias físicas sobre la producción local. Las comunidades 
no han sido escuchadas por la empresa ni han sido resueltas 
sus dudas. Por el contrario, la empresa se ha empeñado en 
desmentir su voz y las ha estigmatizado como terroristas aun 
cuando existe evidencia científica de que las represas generan 
cantidades considerables de gas metano, 25 veces más pode-
roso en términos de calentamiento global que el bióxido de 
carbono proveniente de la quema de combustibles fósiles.

Ante la violación de los derechos de las comunidades, 
el Estado se queda inmóvil. Desaparecen los derechos a la 
vida, a la tierra, a la producción, al territorio, a un ambiente 
sano. Son daños irreparables pues la producción local y las 
relaciones construidas ancestralmente no tienen precio; tie-
nen valor porque son fundamentales para la vida. Cada vez 
se ve más distante la posibilidad de reivindicarlos a través de 
los planes de manejo ambiental de las empresas, en los que 
se busca solamente reducir costos.

La construción del proyecto ha recogido los frutos de la 
violencia focalizada en la región por más de dos décadas, 
que ha tenido como consecuencia la expulsión de más de 
30 mil campesinos, entre muertos, desaparecidos y desplaza-

Transporte tradicional en el río Cauca
Foto: Nubia Ciro

       



 
 

 
 

 

dos, generando la desocupación de extensos territorios y la 
pérdida de valor de la tierra. A los campesinos que aún habi-
tan estos territorios no les ha ido mejor: les han impuesto en 
la negociación condiciones desventajosas y arbitrarias, pa-
gando por las tierras precios ínfimos. En cambio, los criterios 
para negociar con los terratenientes han sido diferentes. Uno 
de los obstáculos con los que se han encontrado los peque-
ños propietarios para exigir una negociación justa, ha sido la 
imposibilidad de acceder a la información, debido a que la 
empresa hace firmar a los grandes propietarios una cláusula 
de confidencialidad, prohibiendo socializar con los demás 
propietarios las condiciones de la negociación.

Otras consecuencias que sufre la región tienen que 
ver con:

Ruptura del tejido social: desaparecen lazos de comunica-
ción e incluso el territorio. Las familias tienden a desmem-
brarse en la búsqueda del sustento.

Efectos sobre el apego y el valor cultural de la tierra, que 
son parte integral de la identidad de los pueblos.

Pérdida de la autonomía local sobre el uso de su suelo: el 
espíritu de la Constitución nacional se ve menoscabado 
pues las obras pasan por encima de los procesos de orde-
nación del territorio que han desarrollado las comunidades 
locales. Los esquemas y planes ordenamiento territorial son 

débiles; corresponden a cada municipio y en ningún caso 
se han llevado a cabo procedimientos consultivos para su 
modificación antes de iniciar los proyectos, sino ya durante 
su construcción.

Entre los impactos sociales más graves está la presión so-
bre la vida de las mujeres, quienes tienen que enfrentar la 
descomposición familiar, dado que el padre de familia tiene 
que migrar en búsqueda de nuevas fuentes de recursos para 
la familia, y la situación repercute en escenarios de violen-
cia intrafamiliar. El elemento común en cada lugar donde 
se construye una represa es que las mujeres no son tenidas 
en cuenta para el resarcimiento de derechos o indemniza-
ciones.

Los proyectos de desarrollo deben surgir desde los terri-
torios, buscando atender necesidades locales para el buen 
vivir, y no desde el gobierno nacional hacia los territorios, 
lo que implica que el desarrollo económico se contraponga 
y vulnere los planes de vida y progreso de las comunidades 
afectadas por ellos. 

Organización de pequeños ganaderos de Ituango, Antio-
quia, Colombia
Nubia Ciro Zuleta
Correo-e: nubici@yahoo.com

Ganadería tradicional en la rivera del 
río Cauca, Finca de Fernando Upegui
Foto:  Nubia Ciro

visita: www.leisa-al.org
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En general, la respues-
ta de la comunidad 
internacional ante 
esta devastadora ola 
de acaparamiento de 
tierras ha sido débil.

El equilibrio de 
poder tiene que 
cambiar a favor de 
los más afectados 
por los acuerdos 
sobre la tierra. 
El derecho de 
las comunida-
des a conocer 
y decidir debe 
ser respetado 
por todos los 
involucrados. 
Oxfam concluye que existe 
un imperativo claro de acción a varios ni-
veles, tanto para asegurar que este cambio estructural 
se lleve a cabo, como para remediar los conflictos que sur-
gen de estas situaciones. Teniendo en cuenta que la opinión 
pública puede ejercer presión sobre gobiernos y empresas, y 
que la sociedad civil, los medios y la academia pueden ayu-
dar a proteger esos derechos y fomentar la transparencia, el 
informe concluye con las siguientes recomendaciones:

•	A nivel internacional, los gobiernos deberían adoptar 
normas de buen gobierno en relación con la tenencia de 
la tierra y la gestión de los recursos naturales.

•	 	Los gobiernos de los países anfitriones y las autoridades 
locales deben promover el acceso equitativo a la tierra y 
proteger los derechos de las personas.

•	 	Los inversionistas que operen proyectos de agricultura de-
ben respetar todos los derechos sobre las tierras existentes, 
evitar la transferencia de derechos sobre la tierra lejos de los 
productores de alimentos a pequeña escala, y llevar a cabo y 
guiarse por las evaluaciones de impacto social y ambiental.

•	 	Los financistas de las empresas agrícolas y los comprado-
res de productos agrícolas deben asumir la responsabili-
dad de lo que sucede en sus cadenas de valor.

•	 	Los gobiernos de los países de donde proceden los inver-
sionistas deben asumir la responsabilidad por los actos de 
las empresas. 

Bertram Zagema
Asesor político de Oxfam Novib.
Autor del informe Tierra y poder.
Correo-e: bertram.zagema@oxfamnovib.nl

Para acceder al informe:
www.oxfam.org/en/grow/policy/land-and-power
Para más información sobre la campaña CRECER:
www.oxfam.org/es/crecer

De acuerdo con la campaña CRECE de Oxfam, el siste-
ma mundial de alimentos se ha roto. La apropiación de 

tierras es síntoma de un sistema que no funciona, lo que se 
presenta con claridad en Tierra y poder. El creciente es-
cándalo que rodea la nueva ola de inversiones en tierras” 
incluido en el reciente informe de Oxfam.

La  inversión internacional juega un papel vital en el desa-
rrollo y la reducción de la pobreza. Puede mejorar el bienestar 
y crear puestos de trabajo, servicios e infraestructura cuando 
se gestiona de manera responsable y bajo un marco regula-
dor eficaz. Pero el modelo reciente de inversión en tierras 
es muy diferente. Cuenta una historia de rápido aumento de 
presión sobre la tierra, un recurso natural del que depende 
la seguridad alimentaria de millones de personas que viven 
en la pobreza. Sin medidas nacionales e internacionales para 
defender los derechos de estas personas, las inversiones han 
resultado en el despojo, el engaño, la violación de los dere-
chos humanos y la destrucción de los medios de subsistencia.

En los países no desarrollados, hasta 227 millones de hec-
táreas –un área del tamaño de Europa occidental– han sido 
vendidos o arrendados desde 2001, principalmente a inver-
sionistas internacionales. La mayor parte de estas adquisicio-
nes de tierras se ha producido durante los últimos dos años. 
Este reciente incremento puede explicarse en parte por la 
crisis de precios de los alimentos en 2007 y 2008, que llevó a 
inversionistas y gobiernos a poner atención en la agricultura 
tras décadas de abandono.

Tendencias y controladores
El informe, “La tierra y el poder” de Oxfam, analiza las ten-
dencias y los factores que impulsan la adquisición de tierras 
a gran escala y examina en detalle cinco apropiaciones de 
tierras en Uganda, Indonesia, Guatemala, Honduras y Sudán 
del Sur, buscando ayudar a comprender el impacto de las ex-
propiaciones de tierras para identificar los factores que sub-
yacen en las relaciones entre empresas, comunidades locales 
y gobiernos, así como examinar el papel de los inversionistas 
internacionales y los gobiernos de sus países de origen.

Todos los actores de estos procesos enfrentan el fracaso en 
cuanto al respeto de los derechos humanos, la gestión de la in-
versión hacia el interés público y las respuestas a una de las ten-
dencias más alarmantes a la que se enfrentan las poblaciones 
rurales de los países no desarrollados: el respeto al consenti-
miento libre, previo e informado, que es crucial para la gober-
nanza de la tierra y esencial en la reducción de la pobreza.

Necesidad de cambio
Los gobiernos nacionales han fracasado en la protección de 
los derechos e intereses de las comunidades locales y de quie-
nes tienen derechos sobre la tierra. Parece que se han aliado 
con los inversionistas, dándoles la bienvenida con reduccio-
nes en los precios de la tierra y otros incentivos, e incluso ayu-
dándoles a ‘limpiar’ la tierra de gente, en procesos que no son 
guiados por normas y reglas establecidas. Las comunidades 
locales pueden encontrar alternativas en determinados me-
canismos de denuncia, pero estos parecen ser subutilizados. 

La tierra y el poder
Bertram Zagema

       



 
 

 
 

 

Agroeco
Entrevista a Roberto Ugás, 
coordinador general del proyecto

El cuarto componente enfoca el entrenamiento, la ex-
tensión y la capacitación. Esperamos implementar un diplo-
mado, un certificado para líderes campesinos en temas de 
agroecología, agrobiodiversidad, gestión de organizaciones, 
e incidencia política. Entonces, tanto en Cusco como en Ca-
jamarca estamos seleccionando, junto con las asociaciones y 
organizaciones de productores, a los líderes campesinos que 
puedan ser los estudiantes de este diplomado para tener al 
final del proyecto un buen grupo de por lo menos unos 50 
líderes campesinos diplomados por la Universidad Nacional 
Agraria La Molina, y esperamos que este sea un producto 
que después podamos aprovechar en distintas actividades 
en el país, no solo en Cajamarca y en Cusco, por supuesto.

Finalmente, el quinto componente trata de aspectos lega-
les y de incidencia política. Nos interesa mucho trabajar con 
municipalidades distritales y provinciales, gobiernos regio-
nales, eventualmente el gobierno nacional, brindando infor-
mación que derive en instrumentos de política para que los 
propios gobiernos locales puedan volverse garantes y promo-
tores de los mercados que queremos fomentar. Sin una parti-
cipación activa de los gobiernos locales nos parece imposible 
que estos mercados se vuelvan sostenibles. Y un aspecto fun-
damental relacionado con el mercado pero también con la 

¿Qué significa Agroeco?
Agroeco es el nombre corto del proyecto de investigación 
“Intensificación Ecológica y Socioeconómica de la Pequeña 
Agricultura Andina”,  que hemos iniciado a comienzos de 
este año y que va a tener tres años y medio de duración. 
Estamos bastante contentos porque presentamos el proyec-
to a una convocatoria internacional para la investigación en 
seguridad alimentaria del Centro Internacional de Investiga-
ción para el Desarrollo (IDRC), a la que se presentaron más 
de 200 proyectos de diferentes países y fueron seleccionados 
10 ó 12, entre ellos Agroeco.

¿En qué consiste el proyecto Agroeco?
El proyecto está estructurado en cinco componentes. El 
primer componente, que es el mayor, está enfocado en la 
gestión de la agrobiodiversidad, tomando dos principales 
grupos de cultivos,  las papas nativas y la horticultura. Tanto 
en Cajamarca como en Cusco, hemos identificado asociacio-
nes de productores o comunidades campesinas que trabajan 
con papas nativas y tienen distintos grados de integración al 
mercado. En horticultura trabajamos el fomento de la pro-
ducción hortícola a través de mejores semillas o algún tipo 
de construcciones rurales simples como, por ejemplo, los in-
vernaderos rústicos, para promover una mayor producción y 
un mayor consumo de hortalizas nativas. Nos interesa enfa-
tizar las hortalizas locales, que sean fáciles de producir, que 
la gente ya sepa comer, y sobre todo que pueda producir su 
propia semilla. Y por otro lado, nos interesa, principalmente 
en Cajamarca pero también en Cusco, trabajar el rubro de 
frutas pequeñas: el aguaymanto, el sauco, y el pushgay en el 
caso de Cajamarca. Para Agroeco es importante mejorar la 
producción, pero en el contexto de la producción familiar y 
comunal. Ese es el primer componente. 

El segundo componente es  la gestión de los sistemas de 
conocimiento. Nos interesa analizar y evaluar cómo hacen 
los agricultores familiares, y las asociaciones y comunidades 
campesinas para gestionar los conocimientos locales y los 
conocimientos modernos que reciben, y cómo las relaciones 
entre los distintos actores se pueden potenciar para mejo-
rar aspectos productivos, de incidencia política, de conexión 
con el mercado.

Eso nos lleva al tercer componente que es fundamental 
para nosotros: el acceso al mercado. Para Agroeco, la comer-
cialización por pequeños productores debe ser fundamental-
mente asociativa, a través de la forma de organización social 
que tengan, por economías de escala y para las negociacio-
nes de precios y las condiciones de comercialización. Pero 
estas organizaciones campesinas deben ser fortalecidas en 
comercialización, gestión, seguimiento y evaluación de sus 
propias acciones, y en mejoras técnicas para organizar la 
oferta. La organización de la oferta es fundamental en la ges-
tión de las organizaciones campesinas con miras al mercado. 

       



 
 

 
 

 

incidencia política son los Sistemas Participativos de Garantía 
(SGP). Así, de la mano con el seguimiento y evaluación en 
las organizaciones campesinas, se irá manejando el SGP, con 
involucramiento del gobierno local. Y, de ser posible, incluso 
con un financiamiento del gobierno local para el funciona-
miento del SGP, mucho más cercano a la realidad del pequeño 
productor latinoamericano y que ya es aceptado legalmente 
en varios países de la región. 

¿Se busca reducir la pobrezacon el proyecto 
Agroeco?
La disminución de la pobreza y la inclusión social son as-
pectos fundamentales de este proyecto. Y, esperamos que 
el proyecto pueda contribuir con información y evidencias 
que apunten a que los distintos aspectos de esta intensifi-
cación productiva mejoren los servicios ecosistémicos –los 
servicios que presta la agricultura campesina a la conser-
vación de la biodiversidad y a la gestión del territorio–, 
y los haga ser conocidos por el gran público. Esperamos 
que las evidencias nos lleven a mostrar a los que toman las 
decisiones a nivel nacional o regional, que esto es posible. 
El acceso cada vez mayor y en mejores condiciones de las 
organizaciones campesinas a mercados locales, regionales, 

nacionales, y eventualmente internacionales, es una de las 
principales maneras que vemos de lograr mejoras en la in-
clusión social y en la reducción de los niveles de pobreza. 
Creemos que un mayor y mejor acceso a los mercados pue-
de ser una vía muy importante de fortalecer las condiciones 
de seguridad alimentaria de las familias campesinas.

¿Cómo espera el proyecto Agroeco aumentar la 
seguridad alimentaria?
En primer lugar, lograr una mayor producción familiar de ali-
mentos más diversificada que contribuya a mejorar la nutri-
ción. Por otro lado, un mayor acceso a alimentos a través de 
las compras de productos. Las familias campesinas del Perú 
necesitan adquirir productos que la chacra no produce o que 
no produce en cantidades suficientes. Entonces, a través de 
un aumento en los ingresos de las familias esperamos regis-
trar también mayor gasto en compras de alimentos nutricio-
nalmente favorables. Y en tercer lugar, junto con el Instituto 
de Investigación Nutricional, la Sociedad Peruana de Gastro-
nomía y otros actores en el Perú, trataremos el consumo de 
los alimentos, analizando aspectos de la gastronomía campe-
sina. ¿Qué comen las familias campesinas? ¿Cómo preparan 
sus alimentos? ¿Y cómo podemos mejorar las formas de pre-
paración y de conservación de los alimentos para que sean 
nutricionalmente más favorables y que se puedan conservar 
por un mayor tiempo? 

Entonces, cuando hablamos de seguridad alimentaria en 
el proyecto creemos que es una manera de asegurar, me-
diante la intensificación que hemos mencionado, que cada 
vez más las familias campesinas y sobre todo las mujeres y 
los niños, tengan mejores condiciones sociales. Eso va de la 
mano con la capacitación, con la incidencia política, pero 
también con el desarrollo del ejercicio de la ciudadanía por 
los campesinos. Y uno de los aspectos de ciudadanía que 
queremos desarrollar más es que los campesinos entiendan 
su papel como consumidores, y por eso estamos también tra-
bajando acciones de capacitación con la Asociación Peruana 
de Consumidores y con otras organizaciones. 

Agroeco es un proyecto de investigación-acción con familias 
campesinas en Cusco y Cajamarca.  Los socios principales del 

proyecto son la Universidad Nacional Agraria La Molina, la 
Sociedad Peruana de Derecho Ambiental y la Universidad de 
Columbia Británica en Canadá, y existen tres organizaciones 

asociadas que son la Asociación Nacional de Productores 
Ecológicos del Perú, la Asociación ETC Andes que edita LEISA 

revista de agroecología, y la Federación Internacional de 
Movimientos de Agricultura Orgánica (IFOAM). El proyecto se 
inscribe en un programa de seguridad alimentaria del Centro 
Internacional de Investigación para el Desarrollo y la Agencia 
Canadiense para el Desarrollo Internacional (CIDA) y trata de 
intensificar la producción campesina en distintos aspectos, 

mejorando las condiciones productivas, y también la calidad 
del trabajo de las organizaciones y de la incidencia política y 

el acceso a los mercados, para que de esta manera a través 
de una mayor disponibilidad y acceso y de un mejor uso de 
los alimentos podamos garantizar mejores condiciones de 

seguridad alimentaria y nutrición. 

Roberto Ugás
Foto: Rafael Nova
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Y después de
la tierra, ¿qué?

sembradas de caña de azúcar. La empresa avanzó sobre el 
territorio de la comunidad mediante el uso de un servicio 
de seguridad privada, aduciendo ser propietario y descono-
ciendo la preexistencia de la comunidad. Solo fue posible 
detenerlo a través de la defensa de los propios pobladores 
originarios que pusieron el cuerpo a las topadoras, y logra-
ron limitar el avance hasta que la justicia ordenó detener las 
acciones. El resultado fue que las hectáreas usurpadas que-
daron como una franja que rodea a la comunidad, y a pesar 
de la orden judicial de “no innovar”, se sembró caña sobre los 
cultivos y ranchos.

La comunidad pudo mantener sus cultivos en las hectá-
reas restantes y evitó su desaparición al no tener que desper-
digarse por las ciudades vecinas, como ya había ocurrido a 
la cercana comunidad guaraní de La Loma. En cambio, la 
comunidad Iguopeigenda, luego de cuatro años de reclamo 
por la vía judicial, y gracias al apoyo del Instituto Nacional de 
Asuntos Indígenas (INAI), el obispado de Orán y la Pastoral 
Aborigen, logró que el juez actuante ordenara, en 2008, la 
restitución de estas “tierras desposeídas con violencia”.

Esta lucha, que incluye acosos judiciales y policiales, se 
superpone a la lucha por la titularización definitiva de la to-
talidad de las tierras ocupadas, aunque en un pasado no tan 
lejano, el territorio de la comunidad era mucho mayor.

Intervención en base a la realidad local
La intervención del INTA se inicia durante este conflicto, a 
pedido de la comunidad y con el apoyo del INAI, para el 
mejoramiento de las actividades productivas. Sin embargo, 
la realidad mostró la necesidad de resolver las emergencias 
anuales de la época de lluvia: las crecidas del río Blanco, 
cuya causa principal ha sido el mal uso de los recursos hídri-
cos y forestales de la zona.

La comunidad, distante 200 metros de la Ruta Nacional 
50, y unida a ella por un camino costero, se encuentra en la 
margen del río y sufre directamente las consecuencias se-
veras del manejo discrecional de los recursos naturales. 18 
kilómetros aguas arriba se encuentra “La Toma”, un desvío 
total del agua en la época seca de invierno, que se utiliza 

La lucha por ser 
reconocidos y no 

perder la tierra

Matías García Rodríguez

E l departamento Orán, en el norte de la provincia de Salta, 
es una zona con más del 40% de la población con necesi-

dades básicas insatisfechas. El asistencialismo y el paternalis-
mo están tan institucionalizados que los sectores marginados 
mismos los reclaman por considerarlos su única alternativa. 
Se puede ver la desigualdad en la distribución de la riqueza 
al observar las grandes fincas y desmontes y, paralelamente, 
las colonizaciones y recolonizaciones de tierras por parte 
de comunidades originarias, que en la historia oficial local 
nunca han aparecido como poseedoras del territorio aunque 
han estado presentes históricamente como mano de obra. 
En cambio, se ha forjado una representación social negativa 
del ‘indio’ sin tener en cuenta su contexto cultural, sus dife-
rencias o el proceso histórico de subordinación cultural que 
lo privaba de acceder a un trabajo genuino.

A cinco kilómetros de Orán se encuentra la comunidad 
tupí guaraní Río Blanco Banda Sur, “Iguopeigenda” (alga-
rrobal en idioma guaraní), que, al momento de solicitar la 
intervención técnica del Instituto Nacional de Tecnología 
Agropecuaria (INTA) en 2005, contaba con 54 familias (250 
personas), que dependen casi exclusivamente de su produc-
ción hortícola y bananera.

De las 240 hectáreas en las que producían, sufrieron una 
usurpación de 51 hectáreas por parte del ‘poderoso vecino’: 
el Ingenio San Martín del Tabacal, hoy propiedad de una 
empresa norteamericana que cuenta con 25.000 hectáreas 

Efectos de la crecida del río
Foto: autor 
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para riego del ingenio y de dos fincas, dejando el lecho seco 
durante ocho meses del año. El desvío se hace con terraple-
nes de ripio y cada año, al inicio de las lluvias, es desbordado 
y destruido por la fuerza misma del río, arrastrando consigo 
enormes cantidades de piedra que aguas abajo se acumula, 
ensanchándose considerablemente el cauce. Aguas arriba 
del puente de la Ruta Nacional 50 se encuentra una empresa 
ripiera que saca áridos modificando el lecho y ocasionan-
do un impacto ambiental que no ha sido estudiado. En la 
margen opuesta a la que ocupa la comunidad, y aguas abajo 
del puente, hay otra ripiera que saca materiales produciendo 
canales y acumulando material de descarte en medio del río. 
Esto causa que, con el inicio de las crecidas, el agua rebote 
y se canalice por la margen de la comunidad. A pesar de las 
exigencias presentadas por la comunidad ante las institucio-
nes correspondientes, se desconocen los permisos oficiales 
extendidos a los empresarios para trabajar de esa manera.

Así, la propuesta tradicional de asistencia técnica del 
INTA se enfrentó con una emergencia: controlar los avances 
del río que causan una pérdida de cinco hectáreas por año 
de la tierra que la comunidad ha defendido con su lucha. 

Más que garantizar un aumento de la producción, era nece-
sario evitar que se perdieran los cultivos y que se bloqueara 
el único camino de acceso para sacar una producción pere-
cedera como la banana, así como mejorar íntegramente la 
calidad de vida de la comunidad. La emergencia se impuso 
y fundamentó un trabajo de gran envergadura que finalizó 
sin conflictos.

En 2006, con la primera crecida en la que interviene el 
INTA y en la que se pierden cinco hectáreas de bananales, se 
realizan las denuncias ante las instituciones correspondien-
tes. Posteriormente, se hicieron consultas a fin de presentar 
ante el INAI un presupuesto para hacer defensas y canalizar 
el río. La siguiente temporada de lluvias provocó el corte del 
único camino de acceso y se perdieron cinco hectáreas más. 
Con el esfuerzo de cada ‘hermano’, como se llaman mutua-
mente dentro de la comunidad, se reabrió el camino y se 
evitaron más perdidas de tierras.

En la siguiente temporada, gracias a gestiones del INAI 
ante Vialidad Nacional, se adjudicaron obras para regula-
rizar la situación en el río, protegiendo el puente solo 200 
metros aguas arriba de la comunidad y construyendo tres ga-

Construcción de los gaviones de defensa
Foto: autor 

       



 
 

 
 

 
viones sobredimensionados de defensa hasta el límite entre 
las tierras del ingenio y las de la comunidad. Para este trabajo 
fue contratada sin licitación la misma empresa ripiera de la 
margen opuesta a la de la comunidad, que según informes 
de la Secretaría de Minería “contribuyó con sus acciones” a 
generar la crisis que se quería solucionar.

El proyecto
Con la experiencia organizativa, y ya estudiado el funciona-
miento del río, se encaró un proyecto de autoconstrucción 
de defensas con el asesoramiento de ingenieros privados, el 
aporte financiero del INAI y la formulación y dirección del 
proyecto por parte de la Agencia de Extensión Rural Orán 
del INTA. El proyecto incluía: diseño y construcción de nue-
ve gaviones de defensa, hechos con el trabajo ad honorem 
de los miembros de la comunidad.

Al llegar las crecidas, la obra se encontraba a un 75% de 
avance. Se habían aportado recursos financieros y más de 
2000 horas hombre por parte de la comunidad. Ese mismo 
verano se pudo comprobar la eficacia del esfuerzo: no se per-
dió ni un metro más de tierra y el camino permaneció abierto. 
Los nuevos gaviones no sufrieron daños con las crecidas, en 
comparación con los construidos por encargo de Vialidad Na-
cional, que quedaron seriamente dañados. Tras el paso de las 
lluvias se completaron el sexto y séptimo gaviones, y se hicie-
ron arreglos y correcciones a los restantes. Los dos gaviones 
faltantes quedaron sin presupuesto, a la espera de un nuevo 

proyecto para concluir la obra. El temor a encarar el proyecto, 
por la cantidad de horas demandadas y por los compromisos 
institucionales e intereses involucrados, fue superado gracias 
al compromiso y la certeza de una elección adecuada para el 
desarrollo local, lográndose paralelamente una experiencia y 
un crecimiento organizativo en la comunidad.

En conclusión: más allá del proyecto
Surgen muchas preguntas para seguir trabajando a media-
no y largo plazo, una vez defendida la tierra por la cual se 
lucha: ¿responde la comunidad al trabajo planteado junto a 
instituciones como el INTA, más allá de las emergencias?, 
¿es real la revalorización de la cultura del trabajo y la cultura 
local del pueblo originario a partir de sus tierras, como dis-
parador de un crecimiento con base en una autoestima con 
otros parámetros? Se desarrolló un trabajo innovador en la 
zona: escuchar y observar para encarar un acompañamiento 
en el que el conflicto por la tierra no pasa solo por lo legal, 
sino por el trabajo y el manejo de los recursos naturales, sin 
esperar favores del político de turno, reconociéndose como 
individuos con derechos y obligaciones, en igualdad de con-
diciones para reclamar lo que se considera como propio. 

Matías García Rodríguez
Ingeniero agrónomo
Becario de la Agencia de Extensión Rural Orán del INTA
Correo-e: mgrodriguez@correo.inta.gov.ar

Miembros de la comunidad en la obra terminada
Foto: autor 
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de. El padre José, párroco de Varzelândia, al saber que hay 
niños muriendo de hambre, moviliza a la ciudad para aliviar 
las condiciones de sufrimiento en que viven las familias des-
plazadas. Casi 20 años después del primer desalojo, con casi 
un centenar de niños muertos de hambre y el asesinato de 
tres líderes de colonos, el entonces gobernador de Minas Ge-
rais, Tancredo Neves, firma la expropiación de las fincas para 
ubicar a las familias de Cachoeirinha que aún resistían. Pero 
pronto la expropiación es apelada ante la corte, aun cuando 
constitucionalmente solo la Unión podía hacerlo.

El Norte de Minas en el contexto del desarrollo 
regional
Como testigo ocular de eventos relacionados con la disputa 
territorial, Alvimar Ribeiro dos Santos, agente da de la Co-
misión Pastoral de la Tierra (CPT), relata varios asesinatos de 

E l golpe militar del 31 de marzo de 1964 tuvo repercusiones 
casi inmediatas en la región Norte de Minas. Fue la señal 

para que los hacendados y los militares desataran lo que se co-
noce como el primer desalojo de Cachoeirinha. Sin cobertura 
en los noticieros de la época, en septiembre de 1964, soldados y 
jagunços (guardias armados de los hacendados) invadieron las 
propiedades de decenas de familias de las llanuras de San Fran-
cisco, a orillas del Gran Río Verde y su afluente, el Arapuim. En 
1967 hubo otro desalojo de familias en resistencia que habían 
recuperado sus tierras. Esta vez, el despojo, amparado por el 
mismo mandato de 1964 y acreditado por un juez de paz, afectó 
a cientos de familias en un área mucho más amplia.

Quemadas las casas, destrozados los graneros llenos de 
productos, animales robados o muertos; cientos de familias 
acuden a la ciudad de Cachoeirinha. Sin tener a donde ir, 
muchas de ellas acampan bajo el puente del Gran Río Ver-

Geraizeiros durante una romería en 
Areião, Rio Pardo de Minas
Foto: Luciano Dayrell, 2011

o la resistencia local de los pueblos ante 
la desterritorialización de la agricultura

Rebelión en los sertões

Carlos Alberto Dayrell
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líderes campesinos, como el de Eloy Ferreira da Silva, muerto 
en diciembre de 1984 en el conflicto de la hacienda Menino; 
los de Rosalino, Manoel Fiuza y José Teixeira, líderes del pue-
blo Xakriabá, asesinados en una masacre perpetrada por el 
hacendado Amaro en el territorio reclamado por la comuni-
dad indígena, en febrero de 1987; el de Donato, asesinado por 
jagunços en la hacienda Agua Branca, en julio de 1989, por 
órdenes de Antonio Luciano, latifundista de Belo Horizonte. 
Es a partir de este período que se inicia una gran transforma-
ción del campo brasileño, resultando en la ‘modernización de 
la agricultura’, a través de la llamada Revolución Verde.

Por aquel entonces, tanto a nivel federal como estatal, se 
comenzaron a implementar programas y proyectos con el fin 
de “integrar a la región en la dinámica de la economía na-
cional, eliminar las bolsas de pobreza y combatir los efectos 
nocivos de la sequía”. La Superintendencia de Desarrollo del 
Nordeste planifica y ejecuta políticas de incentivos fiscales y 
financieros, mientras que el gobierno del estado invierte re-
cursos públicos en infraestructura básica: carreteras, energía 
y telecomunicaciones. Se promueve un amplio proceso de 
regularización territorial a la inversa: privatizando tierras co-
munales a favor de hacendados y nuevos empresarios que 
ven en la región una oportunidad de negocios.

Hoy pueden verse los resultados de tal hazaña. Gracias 
a la inversión pública en infraestructura, la cría de ganado 
vacuno, la producción forestal y la agricultura intensiva, el 
paisaje regional fue severamente alterado: procesos econó-
micos que no estaban atados a la lógica del capital fueron 
paulatinamente desestructurados; los territorios tradiciona-
les, invadidos por las grandes haciendas y empresas rurales, y 
la rica biodiversidad y agrobiodiversidad, reemplazadas por 
plantaciones de monocultivos. A esto se añade la degrada-
ción de los ecosistemas locales y el deterioro de los recursos 
hídricos regionales provocado por la alteración del delicado 
equilibrio que sostenía un extenso sistema hidrográfico. La 
resistencia campesina fue rápidamente silenciada mediante 
el asesinato, la expulsión violenta y la oferta de espacios o 
lotes urbanos para reubicación de las familias desplazadas.

Insurgencia nativa
A fines de la década de 1970 y principios de la de 1980, en 
defensa de los derechos de los campesinos desposeídos, el 
movimiento sindical crece en la región. Emergen persona-
lidades como Antonio Inácio, que deja el oficio de tropeiro 
(vaquero o jinete pastor de ganado vacuno) y ayuda a crear 
el Sindicato de Trabajadores Rurales de Januária. El antiguo 
oficio de tropeiro decayó al abrirse carreteras para facilitar 
la ocupación de tierras supuestamente vacías, y que son to-
madas ilegalmente por los gaúchos en el antiguo distrito de 
Serra das Araras (hoy municipio de Chapada Gaúcha) o por 
las empresas reforestadoras de las grandes llanuras.

Antonio Inácio se unió al movimiento sindical y, en 1980, 
al emergente Movimiento de los Trabajadores Rurales Sin 
Tierra que se extendía por el sur de Brasil llevando espe-
ranza a miles de familias que estaban perdiendo sus tierras 
bajo el avance de los latifundios. Recorre las comunidades 
defendiendo los derechos de los campesinos que se resisten 
al despojo. A través del movimiento sindical establece una 
íntima amistad con Eloy Ferreira da Silva, sindicalista como 
él en el municipio de São Francisco. Juntos desarrollan una 
visión crítica sobre la región Norte de Minas, la van divul-
gando por donde pasan.

Al fin, los vientos de la opresión abierta van cambian-
do. Con la nueva Constitución, fruto de articulaciones de la 

sociedad civil brasileña, los pueblos y las comunidades tra-
dicionales comienzan a surgir con características diferentes 
de las que tenían hasta entonces. Las poblaciones negras em-
piezan a reclamar su derecho a la tierra, mientras aquellas de 
las llanuras dominadas por el cerrado, su derecho a tierras 
comunales; ambas esenciales en la preservación del patri-
monio inmaterial del que son portadoras.

Se inicia la articulación con entidades y organizaciones 
que simpatizaban con los sectores rurales excluidos de los 
procesos sociales regionales. En este contexto se crea, desde 
1985, la organización conocida como Centro de Agricultura 
Alternativa del Norte de Minas (CAA), que surge como un 
proyecto articulado con la Casa de Pastoral de Montes Cla-
ros, y en 1989 se institucionaliza como AS-PTA. Durante la 
década de 1990, el Foro Regional de Desarrollo Sostenible 
es un espacio donde el CAA, la CPT, la Central Única de Tra-
bajadores, la Federación de Trabajadores Agrícolas de Minas 
Gerais y sindicatos de trabajadores rurales promovieron de-
bates y acciones en torno al desarrollo regional, a favor de 
nuevas perspectivas sociales y de la no subordinación a los 
dictados del capital y la lógica de la revolución verde. El CAA 
analizaba así el contexto regional:

“El ‘desarrollo’, del Norte de Minas no tomó en cuenta 
la existencia de una diversidad de poblaciones rurales que 
históricamente generaron estrategias de manejo de recur-
sos naturales, tales como el aprovechamiento del potencial 
de los diferentes hábitats, el uso de variedades genéticas de 
plantas desarrolladas y adaptadas a los diferentes agroam-
bientes y el aprovechamiento de la biodiversidad nativa. Por 
el contrario, afectó las bases del sustento y la reproducción 
social de los grupos de pequeños agricultores, dejándolos en 
una situación aún más frágil frente a las adversidades climá-
ticas de la región”.

A través de la Red Cerrado, constituida en 1992, el movi-
miento se vincula con los cerrados brasileños y se constituye 
la Articulación del Semiárido (ASA). Al mismo tiempo, au-
menta la interacción con los sectores vinculados a la inves-
tigación, lo que permitió abrir los ojos a la comprensión de 
la complejidad de los ecosistemas y la cultura de la región.

La creación de la Cooperativa Agroextractiva Gran Ser-
tão, a finales de la década de 1990, promovida por un grupo 
de agricultores campesinos, se inserta en los circuitos econó-
micos de la agricultura campesina, hasta ahora invisible para 
las políticas públicas. Las luchas aisladas de familias posseiras 
(invasoras), localizadas en ambientes y contextos socioeconó-
micos y culturales diferentes, toman nuevo aliento al descu-
brirse portadoras de diferentes geohistorias (Dangelis Filho, 
2005). Así, el pueblo Xakriabá consigue la demarcación de 
una parte de su territorio y sigue movilizado hacia la conquista 
de las áreas que quedaron fuera de la demarcación, al tiempo 
que en las elecciones de 2004, asume el destino político del 
municipio, del que son mayoría poblacional y electoral. En 
Brejo dos Crioulos, tras una lucha feroz y continua de la co-
munidad quilombola, se logra su reconocimiento en diciembre 
de 2007, después de casi diez años de lucha. En la región del 
Alto Río Pardo, las comunidades geraizeiras se levantan ante 
la pérdida de sus territorios tradicionales y se vinculan con la 
Vía Campesina. En pocos años, las áreas ocupadas por mo-
nocultivos de eucalipto son retomadas y se inicia la ejecución 
de un proyecto de reconversión agrícola. En las vastas tierras 
bajas sanfranciscanas, donde se concentran cientos de comu-
nidades negras, y a lo largo del río São Francisco, con cientos 
de comunidades vazanteiras, se inicia la insurgencia contra el 
acorralamiento de la agricultura campesina por los grandes 
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proyectos agropecuarios o por 
los parques –Unidades de Con-
servación y Protección Inte-
gral– creados como compensa-
ción ambiental de esos mismos 
grandes proyectos que afectan 
a los territorios tradicionales.

Como nos advierte Jean 
Pierre, una de las característi-
cas comunes de estas luchas es 
que sus estrategias de acción 
no son solo una reacción ante 
la expropiación. “Al mismo 
tiempo que luchan por sobre-
vivir en contextos cada vez 
más asfixiantes y marcadas por 
graves violaciones de derechos 
sociales y por la apropiación de 
los recursos de los territorios, 
buscan construir caminos sóli-
dos para la promoción del de-
sarrollo rural sostenible” (Jean 
Pierre, 2011, comunicación por 
correo electrónico).

La lucha por la tierra 
y las demandas 
territoriales de las comunidades tradicionales
En este contexto surgen nuevos movimientos poniendo sobre 
la mesa sus demandas de tierras como espacios sociales no 
capitalistas y no blancos; como espacios de reafirmación de 
sus autonomías (Costa, 2011). Hacen visible la gravedad de la 
cuestión agraria regional y la necesidad de que las políticas 
sectoriales sean elaboradas bajo nuevas perspectivas. Al mis-
mo tiempo que luchan por la recuperación de sus territorios 
tradicionales, proponen un modelo diferente de ocupación 
de tierras que considera usos y formas de gestión desarro-
llados por las propias poblaciones tradicionales. Se perciben 
como herederos de la gran diversidad genética asociada con 
sus cultivos tradicionales; generan acciones de valoración de 
la agrobiodiversidad local, estimulan la producción y el me-
joramiento de las semillas locales ‘criollas’; organizan ferias 
regionales de semillas con apoyo de organizaciones que sim-
patizan con los movimientos, e integran sus productos cultu-
rales a través de la Cooperativa del Gran Sertão.

Lo que distingue a estos movimientos es la visibilización 
de poblaciones que reclaman no solo la tierra sino también 
el derecho a ser reconocidas como portadoras de una cultu-
ra propia, una forma diferente de ver y actuar en el mundo; 
que viven con base en una economía que tiene en cuenta 
valores distintos al lucro o la explotación del trabajo; modos 
diferentes de usar y manejar el entorno, a partir de conoci-
mientos construidos ancestralmente.

Son iniciativas que trazan perspectivas económicas y so-
ciales diversas, y que, no por casualidad, se articulan y se 
insertan en la construcción de una política nacional que rea-
firma la disposición constitucional sobre la existencia de una 
nacionalidad plural.

Desde el año 2000, la región Norte de Minas resurge en la 
escena nacional a través de la resistencia de los pueblos del lu-
gar ante los procesos de desterritorialización de la agricultura. 
Los intereses que enfrenta ahora no son solamente los de los 
antiguos latifundios, son los intereses de las grandes corpora-
ciones, del capital agroindustrial y financiero, de la minería 

y la siderurgia, que se mueven en una órbita planetaria. Si el 
conflicto es local, con la gente pequeña que decide parar las 
máquinas contra los acaparadores y los políticos corruptos, 
se necesita llevar a cabo en varios frentes, con inteligencia y, 
sobre todo, con capacidad de diálogo con quienes, también 
en distintos espacios, a nivel local, nacional e internacional, 
buscan sinergias y convergencias en la búsqueda de la soste-
nibilidad planetaria. 

Carlos Alberto Dayrell
Ingeniero agrónomo, Investigador del Centro de Agricultura 
Alternativa (CAA) del Norte de Minas Gerais.
Correo-e: carlosdayrell1@gmail.com
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Coalición Internacional para el 
Acceso a la Tierra (ILC)
http://americalatina.landcoalition.org

La Coalición 
Internacional 
para el acceso 

a la Tierra (ILC) es una alianza global de 
organizaciones de la sociedad civil e 
intergubernamentales que trabajan para 
promover mejores condiciones para el 
acceso seguro y equitativo a la tierra y el 
control sobre esta para las mujeres y 
hombres, a través de la incidencia, el 
diálogo, el intercambio de conocimien-
tos y la formación de capacidades. En 
América Latina, la Coalición busca 
constituirse como un referente y 
destacar los retos que sus miembros 
deben enfrentar para garantizar los 
derechos a la tierra y a los territorios en 
un contexto regional dinámico y 
cambiante. Su sitio web contiene 
documentos interesantes, experiencias y 
links relacionados al tema del acceso y 
tenencia de la tierra relevantes para 
América Latina. También es posible 
acceder al boletín interno de la 
Coalición, que brinda información sobre 
sus iniciativas en la región: proyectos, 
publicaciones, eventos y noticias 
vinculadas al desarrollo de la red.

GRAIN
http://www.grain.org/

GRAIN es una 
organización interna-
cional premiada 

(Premio Right Livelihood 2011, 
conocido como el “Premio Nobel 
Alternativo”) por el  trabajo de 
protección de los modos de vida y los 
derechos de las comunidades campe-
sinas y por denunciar las adquisiciones 
masivas de tierra agrícola en los países 
en desarrollo a manos de intereses 
financieros internacionales. Ha 
participado en reuniones y talleres en 
todo el mundo sobre acaparamiento 
de tierras. Su papel ha sido proporcio-
nar datos y análisis para alimentar los 
debates. Su sitio web presenta una 
serie de aportes sobre la tendencia al 
acaparamiento de tierras. Cuenta con 
una sección de publicaciones: hojas 
informativas, informes de investiga-
ción, revistas, además de fotos, videos 
y programas de audio. El sitio puede 
ser leído en inglés, español o francés.

Farmlandgrab.org 
http://www.farmlandgrab.org

Farmlandgrab.org fue lanzado por 
GRAIN como una colección en línea 
de los materiales utilizados en la in-
vestigación que produjo: ¡Se adueñan 
de la tierra! El proceso de acapara-
miento agrario por seguridad ali-
mentaria y de negocios en 2008, un 
informe publicado en octubre de ese 
mismo año. Farmlandgrab.org es un 
proyecto abierto. Si bien actualmente 
GRAIN mantiene el sitio, cualquiera 
puede participar en la publicación de 
los materiales o en el desarrollo del 
sitio, que contiene sobre todo reporta-
jes y noticias sobre la fiebre mundial 
por comprar o arrendar tierras de 
cultivo en el extranjero como estra-
tegia para asegurar el suministro de 
alimentos básicos o simplemente con 
fines de lucro. Su propósito es servir 
de recurso para que en particular los 
activistas sociales, las organizaciones 
no gubernamentales y los periodistas 
puedan monitorear o investigar la 
temática. Se actualiza diariamente, 
y todos los textos ingresan según su 
fecha de publicación original. Si usted 
quiere rastrear las actualizaciones en 
tiempo real, es necesario suscribirse 
a los servicios RSS. Si prefiere un 
correo electrónico semanal con los 
títulos de los materiales ingresados 
en la última semana, también debe 
suscribirse al servicio de correo 
electrónico.

Red de Investigación-Acción 
sobre la Tierra (LRAN)
http://www.landaction.org

La LRAN (por sus siglas en inglés) es 
una red de investigadores y colectivos 
comprometida con la defensa de la 
soberanía alimentaria. Nace como 
respuesta a la carencia de apoyo de 
forma investigativa/analítica para los 
movimientos populares involucrados 
con luchas sobre el acceso a la tierra 
y otros recursos. El sitio web dispone 
de artículos y noticias actualizadas, 
comunicados de prensa, reportes 
de análisis e investigación sobre la 
reforma agraria y la transformación 
del campo alrededor del mundo. El si-
tio se encuentra en inglés, portugués 
y español.

Portal Tierra
http://www.landportal.info

El control del acceso a la 
tierra se encuentra 
amenazado para millones 
de personas alrededor del 

mundo, por ello poder tener acceso 
a la información es clave, al igual 
que es de crucial importancia en 
estos momentos poder acceder a  las 
diferentes visiones y análisis de los 
problemas sobre tenencia de la 
tierra. Este sitio web constituye una 
nueva y potente herramienta en 
línea, diseñada para encontrar, 
compartir y colaborar, de manera 
fácil y eficaz, la información sobre 
tierra. El portal, permite organizar 
información dispersa y difícil de 
localizar, ayudando a que esté 
disponible para una amplia gama de 
usuarios. Dicho portal fue lanzado 
durante el III Foro Europeo sobre 
Desarrollo Rural, celebrado en 
España, en marzo de 2011.

Portal Territorio Indígena y 
Gobernanza
http://www.
territorioindigenaygobernanza.com

La Iniciativa 
Territorio 
Indígena y 
Gobernanza es 
un proyecto 

regional de RRI en América Latina. 
Su finalidad es contribuir a fortalecer 
las capacidades de las organizaciones 
indígenas, tradicionales y campesinas, 
en la administración y control de sus 
territorios. Este sitio web es un 
espacio donde las organizaciones 
indígenas y las instituciones que 
colaboran con ellas, pueden encon-
trar información sobre los territorios 
indígenas en América Latina, materia-
les referidos a la gobernanza territo-
rial, documentos legales y técnicos 
sobre la temática, material audiovi-
sual e información específica sobre 
los países que han priorizado por 
ahora la Iniciativa (Bolivia, Perú, 
Ecuador, Colombia, Nicaragua, 
Panamá). La sección de Documentos 
muestra más de 70 libros, manuales 
para organizaciones indígenas, videos 
y materiales para la escuela. 
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AGTER
http://www.agter.asso.fr

AGTER es una organiza-
ción internacional 
registrada en Francia, 
cuyo fin es contribuir a 
mejorar la gobernanza 

de la tierra, del agua y de los recursos 
naturales. El sitio web, disponible por el 
momento en francés, inglés y español, 
tiene dos objetivos: dar a conocer la 
asociación AGTER, sus miembros, su 
proyecto y sus actividades, y poner a 
disposición de los visitantes análisis y 
documentos relacionados en su 
mayoría con el trabajo de AGTER o de 
sus miembros. Presenta una selección 
de documentos y recursos para 
descarga sobre agricultura campesina y 
seguridad alimentaria, herramientas 
para mejorar la gobernanza, cartogra-
fía participativa y una selección de 
enlaces que están disponibles a partir 
del menú.

Coalición Nacional contra el 
Acaparamiento
http://
detenerelacaparamientodetierras.
wordpress.com

Este sitio web busca generar un proceso 
de campaña que se desenvuelva a nivel 
local, regional, nacional e internacional 
para la defensa del derecho a la tierra y 
el territorio en aras de frenar el fenó-
meno de acaparamiento de tierras en 
Colombia. Su portal incluye información 
relevante, documentos, artículos de 
opinión y publicaciones sobre el acapa-
ramiento de tierras y territorios.

Movimiento de los Trabajadores 
Sin Tierra (MST)
http://www.mst.org.br

Este movimiento 
es una articulación 
de campesinos que 
luchan por la tierra 
y por la reforma 
agraria en Brasil. 
Es uno de los 

movimientos más grandes en el 
mundo. Nació de las luchas campesi-
nas existentes en Brasil desde el 
comienzo de la colonización, de la 
necesidad de la recuperación del 
territorio para romper con las cadenas 

de la injusticia y la pobreza, producida 
por el modelo de agricultura industrial 
europea. El sitio web está en portu-
gués, contiene noticias de actualidad, 
artículos, entrevistas y una biblioteca 
que aborda diversas temáticas.

Centro Peruano de Estudios 
Sociales (CEPES)
http://www.cepes.org.pe/portal

El CEPES es una institución privada 
sin fines de lucro, fundada en 1976, 
especializada en temas de desarrollo 
agrario y rural. Su propósito funda-
mental es mejorar las condiciones de 
vida y producción de los agricultores y 
pobladores rurales, buscando favore-
cer la consolidación de una sociedad 
más democrática y justa en el Perú. En 
sus publicaciones se incluyen: Debate 
Agrario, La Revista Agraria, Infor-
mativo Legal Agrario y Notiagro (en 
línea). Cuenta con secciones interesan-
tes: radio web rural, videos, resúmenes 
de noticias y publicaciones que se 
pueden descargar en formato PDF.

RIMISP Centro Latinoamericano 
para el Desarrollo Rural
http://www.rimisp.org

Rimisp es una organización regional 
latinoamericana sin fines de lucro, 
cuya misión es el fortalecimiento de las 
capacidades de los diversos grupos de 
las sociedades rurales y la expansión 
de las libertades de las personas que 
las integran en nuestra región. Como 
parte de su estrategia de desarrollo 
viene trabajando en el Programa Diná-
micas Territoriales Rurales, con el fin 
de entender los procesos de cambio 
de las estructuras económicas y de los 
marcos institucionales de los territorios 
rurales y los efectos que estos cambios 
tienen en el crecimiento económico, 
la inclusión social y la sustentabilidad 
ambiental. Su sitio web ofrece artícu-
los, noticias actualizadas, boletines, 
revistas y debates sobre temas rurales.

Tierra y Derechos. Un 
observatorio de los Derechos 
sobre la Tierra en el Perú
http://www.observatoriotierras.info

El Observatorio Tierras y Derechos 
forma parte de un proyecto más am-
plio, que consiste en hacer un segui-

miento vigilante de los derechos sobre 
la tierra de los pequeños agricultores 
peruanos,particularmente de las comu-
nidades campesinas y pueblos ama-
zónicos, y diseñar y ejecutar acciones 
de incidencia orientadas al respeto a 
dichos derechos y a denunciar cuando 
son violados. El observatorio tiene 
como objetivo contar con una herra-
mienta útil para los actuales y los po-
tenciales perjudicados en sus derechos 
de propiedad del sector de la sociedad 
rural que podríamos denominar los po-
bres rurales. Este seguimiento implica 
obtener información de distinto tipo, 
sistematizarla y analizarla, difundirla 
a través de diferentes medios, hacer 
informes periódicos y acciones de inci-
dencia. En la sección de documentos 
se pueden encontrar publicaciones re-
cientes –nacionales e internacionales–
relativas a la problemática de la tierra. 
En el caso del Perú, destaca La Revista 
Agraria que a lo largo de 10 años ha 
dado cobertura continua al tema.

Fundación Taller de Iniciativas 
en Estudios Rurales y Reforma 
Agraria (TIERRA)
http://www.ftierra.org

Este Portal 
corresponde a 
la Fundación 
Tierra, una 

institución dedicada a promover el 
desarrollo rural, estimular la democrati-
zación en el acceso, tenencia y uso de 
los recursos naturales. Los destinatarios 
de su trabajo son campesinos, indígenas 
y sus organizaciones sociales. La 
Fundación focaliza su atención en la 
generación de las condiciones previas 
para el desarrollo impulsando el  acceso 
equitativo a los recursos naturales 
(tierra-territorio), la formación de territo-
rios indígenas como espacios de 
ejercicio pleno de derechos y el 
fortalecimiento de capacidades de 
gestión de las organizaciones. A través 
de este portal se puede acceder al 
Observatorio de Territorios Indígenas, 
sitio dedicado a informar sobre 
territorios de pueblos indígenas, pueblos 
originarios y campesinos de origen 
precolonial de Bolivia. El Portal cuenta 
con secciones especiales que contienen 
publicaciones, material de capacitación, 
boletines, multimedia, noticias, leyes, 
además de una biblioteca.
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Los derechos a la tierra y la 
fiebre por ella 
Ward Anseeuw, Liz Alden Wily, Loren-
zo Cotula, Michael Taylor, 2011. ILC, 
IIED, CIRAD. Roma, Italia. 
http://americalatina.landcoalition.org/
node/2692

Este informe presenta una síntesis de 
los hallazgos del Proyecto de Investi-
gación Global Presiones Comerciales 
sobre la Tierra. Como resultado del 
proyecto ya se han publicado 28 estu-
dios de caso, donde se examinan las 
características, los factores de impulso 
y las implicancias y tendencias de la 
creciente presión comercial sobre la 
tierra. También incorpora los últimos 
datos del actual proyecto Land Matrix, 
cuyo propósito es monitorear las tran-
sacciones de tierras a gran escala. El 
objetivo de este informe es presentar, 
resumir e interpretar la evidencia que 
ha surgido hasta el momento como 
fruto de la colaboración de estos dos 
proyectos. Se busca extraer conclu-
siones de este conjunto de evidencias 
sobre las  características clave de la 
fiebre por la tierra, sus efectos, los 
factores contextuales que dan forma a 
estos efectos y las respuestas que se re-
quieren de la sociedad civil, los gobier-
nos y los socios en el desarrollo. Busca 
modelos de inversión con los usuarios 
locales, respetando sus derechos a la 
tierra y sus capacidades El informe 
completo se presenta en inglés, pero 
es accesible para el público hispano-
hablante a través de un resumen de 
doce páginas en castellano.

Acaparamiento mundial de 
tierras y trayectorias de cambio 
agrario: un análisis preliminar
Saturnino M. Borras Jr., Jennifer C. 
Franco, 2012. En: Journal of Agrarian 
Change, Vol. 12, No. 1, enero 2012, pp. 
34-59.
http://www.tni.org/es/node/71001

‘Acaparamiento de tierras’ se ha 
convertido en una frase muy utilizada 
para referirse a la explosión de las 
transacciones de tierras nacionales 
comerciales, principalmente en torno 
a la producción y exportación de 
alimentos, piensos, biocombustibles, 
madera y minerales. Dos dimensiones 
clave de la apropiación de tierras –la 
política de cambios en el uso de la 
tierra y las relaciones de cambio de 
propiedad (y la relación entre ellas)– 
no son lo suficientemente explorados 
en la literatura actual. Por ello, este 
artículo trata de llenar este vacío ofre-
ciendo un análisis preliminar a través 
de un enfoque analítico que sugiere 
algunas tipologías como un paso hacia 
un entendimiento más completo y 
mejor de la política de acaparamiento 
de tierra a nivel mundial (en inglés).

Tenencia de la tierra e 
inversiones internacionales en 
agricultura
HLPE, 2011. Roma, 2011. Grupo de 
Alto Nivel de Expertos en Seguridad 
Alimentaria y Nutrición (HLPE).
http://www.fao.org/cfs/cfs-hlpe/es/

El presente informe, emitido por El 
Grupo de Alto Nivel de Expertos en 
Seguridad Alimentaria y Nutrición 
(HLPE por sus siglas en inglés), plantea 
nuevas interrogantes respecto de las 
ventajas y desventajas de la adquisi-
ción de tierras agrícolas a gran escala 
en países pobres. Existen escasos indi-
cios de que las adquisiciones de tierras 
a gran escala hayan sido rentables 
para los inversionistas, incrementado 
la producción agrícola o generado 
empleo y suministrado alimentos a los 
habitantes locales. El informe plantea 
que “más de tres cuartas partes de 
las transacciones de tierras anun-
ciadas todavía no se materializan en 
inversiones tangibles en términos de 
producción agrícola. Solo un 20 por 
ciento de las inversiones ha redundado 
en producción agrícola”. Se formulan 
algunas recomendaciones dirigidas a 
los gobiernos, las instituciones interna-
cionales y los inversionistas para hacer 
frente a las preocupaciones planteadas 
por este creciente interés en la adquisi-
ción de tierras.

¿Podemos ser autónomos? 
Pueblos indígenas vs. Estado en 
Latinoamérica
Pablo Ortiz-T., Alberto Chirif, 2010. 
Intercooperation / RRI. Quito, Ecuador. 
http://www.rightsandresources.org/
publications.php

El derecho a la tierra y al territorio, en 
el caso de los pueblos indígenas, forma 
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parte de un conjunto de otros dere-
chos colectivos, entre los cuales están 
el derecho a la autonomía y al auto-
gobierno. Esta publicación presenta 
dos documentos: el primero, “Dilemas 
y desafíos de la autonomía territorial 
indígena en Latinoamérica”, hace un 
balance de los procesos de autonomía 
indígena en la región a partir de cinco 
de los casos más significativos (Pana-
má, Nicaragua, Colombia, Ecuador y 
Bolivia). El segundo, “Situación y ame-
nazas actuales contra los indígenas 
amazónicos, el caso del Perú”, hace 
un análisis más específico sobre la 
problemática peruana. Entre las ideas 
centrales de los autores están los per-
manentes obstáculos que los propios 
Estados van colocando para que la 
autonomía indígena, hoy consagrada 
en normas jurídicas internacionales y 
en las propias legislaciones nacionales, 
no termine de concretarse.

El acaparamiento de tierras 
en América Latina y el Caribe 
visto desde una perspectiva 
internacional más amplia
Saturnino M. Borras Jr., Jennifer C. 
Franco, Cristobal Kay, Max Spoor, 2011. 
FAO.
http://www.tni.org/node/70998

Este informe presenta un análisis crí-
tico sobre el acaparamiento mundial 
de tierras. Se basa en una investiga-
ción empírica sobre las condiciones 
y tendencias de este fenómeno en 17 
países de América Latina y el Cari-

be. Por un lado, el marco analítico 
es amplio, pues analiza los procesos 
generales de las tierras rurales y la 
concentración de capital en el contex-
to de la globalización neoliberal. Por 
el otro, es focalizado porque analiza 
el fenómeno del acaparamiento de 
tierras basándose estrictamente en 
tres dimensiones específicas: i) el largo 
alcance de las adquisiciones de tierra 
a gran escala; ii) la participación de 
los gobiernos extranjeros en los tratos 
sobre tierras, y iii) el impacto negativo 
de las inversiones recientes en tierras 
sobre la seguridad alimentaria del país 
receptor. La mayoría de los estudios 
pudieron desentrañar y recopilar gran 
cantidad de material empírico relacio-
nado con la dinámica de las tierras en 
la región, lo que constituye una base 
de información y conocimiento sobre 
las cuales puede promoverse un deba-
te de políticas públicas al respecto. El 
Informe fue presentado en el semi-
nario Dinámicas en el mercado de la 
tierra en América Latina y el Caribe, 
organizado por la Oficina regional de 
la FAO, en noviembre de 2011.

Respuesta a la “apropiación 
de tierras” y promoción de la 
inversión responsable en la 
agricultura
Harold Liversage, 2011. ISBN 978-92-
9072-215-1. Fondo Internacional de 
Desarrollo Agrícola (FIDA).
http://www.ifad.org/pub/op/2_s.pdf

La controversia actual sobre las adqui-
siciones de tierras en gran escala por 
parte de inversionistas extranjeros ha 
vuelto a situar las cuestiones relaciona-
das con los derechos sobre la tierra y 
la inversión agrícola responsable en un 
lugar destacado de la agenda mundial 
de desarrollo. También ha suscitado 
interrogantes acerca de la trayectoria 
futura del desarrollo en el mundo. En 
ambos casos, se ha abierto un espacio 
importante para el debate interna-
cional sobre el modo de mejorar los 
sistemas de administración de la tierra 
y la inversión en la agricultura, a fin de 
fortalecer los derechos sobre la tierra 
y los medios de vida de los pequeños 
agricultores, pastores, comunidades 
indígenas y otros grupos vulnerables. 
Este documento pretende contribuir al 
debate mediante una reflexión sobre 

los retos que se plantean y algunas de 
las posibles respuestas, en particular, 
las distintas directrices para promover 
la gobernanza de la tierra y la inver-
sión responsable en la agricultura.

Tierra de Mujeres. Reflexiones 
sobre el acceso de las mujeres 
rurales a la tierra en América 
Latina. 
Carmen Diana Deere, Susana Lasta-
rria-Cornhiel, Claudia Ranaboldo, 2011. 
ISBN 978-99954-770-4-2. Coalición 
Internacional para el Acceso a la Tierra 
y Fundación TIERRA. La Paz, Bolivia.
http://www.infoandina.org/
node/138558

Este libro es el resultado de un esfuer-
zo colectivo de muchas mujeres de di-
versos lugares de América Latina, que 
han aportado a él desde sus experien-
cias. Incluye reflexiones, visitas, dis-
cusiones y encuentros. Se presentan 
seis investigaciones llevadas a cabo en 
2009, dos conversatorios internaciona-
les y las reflexiones de las autoras –tres 
especialistas agrarias– que dialogan 
a partir de sus especialidades para 
generar conocimiento. El volumen 
ofrece una serie de planteamientos 
sobre la situación actual de las mujeres 
en torno al ejercicio de sus derechos, 
las limitantes para su acceso a la tierra, 
los procesos y desafíos que conllevan 
a su empoderamiento a través del de-
sarrollo de capacidades, los territorios 
comunales, entre otros temas clave 
que subyacen en el complejo universo 
de la mujer rural latinoamericana.

       



 
 

 
 

 

El rol de las comunidades 
campesinas frente a los 
recursos naturales y las 
actividades extractivas

Martín Valdivia

Foto: Enrique Castro
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En el Perú existen más de seis mil comunidades campe-

sinas y 1.497 comunidades nativas amazónicas. Estas 
mantienen el control de un vasto territorio que alberga una 
gran diversidad biológica de flora y fauna, así como inva-
lorables recursos naturales. Las comunidades campesinas y 
nativas controlan cerca de las dos quintas partes de las tie-
rras agropecuarias del país (Lapeña, 2011), implementando 
tecnologías ancestrales, en algunos casos ecoeficientes, para 
su explotación, con una gran capacidad para adaptarse a los 
efectos del cambio climático. Este grupo poblacional es po-
seedor de tradiciones milenarias y mantiene una relación de 
profunda espiritualidad con el ambiente donde se desarro-
lla. También presenta los más altos niveles de vulnerabilidad 
social (entendida como una mayor susceptibilidad a efectos 
externos económicos, sociales, culturales y ambientales) e 
índices de pobreza monetaria.

Según el Instituto Nacional de Estadístíca e Informática 
(INEI), para el año 2010, en la Sierra Rural, el 61,2% de la po-
blación se ubica en situación de pobreza monetaria, mientras 
que el 28,5% en situación de 
extrema pobreza. En la Selva 
Rural, el 45,6%  se encuentra en 
pobreza monetaria y el 17,8% en 
extrema pobreza. Esta situación 
responde a la ausencia del Esta-
do en la zona y la poca voluntad 
política por implementar políti-
cas públicas para promover  la 
articulación de las comunida-
des con la sociedad y con mer-
cados más dinámicos. 

A la fecha, las actividades 
extractivas se encuentran en un 
momento de auge en el Perú. 
Solo en el período de enero a 
octubre de 2011 la inversión en 
minería ascendió al nivel récord 
de USD 5.325 millones, con 
efectos positivos en el empleo y 
en la dinamización de los mer-
cados a nivel nacional. La So-
ciedad Nacional de Industrias 
sostiene que entre 1999 y 2009 
la minería representó el 7,7% 
del PBI y el 12,5% del total de 
recaudación fiscal (incluyendo regalías y aporte voluntario). 
El gobierno ha manifestado públicamente la importancia de 
la minería para poder sostener los amplios programas sociales 
prometidos durante la campaña electoral 2011. 

El éxito del crecimiento de las actividades extractivas res-
ponde a una agresiva política de promoción de las inversio-
nes mineras y de hidrocarburos, liderada por el Ministerio de 
Energía y Minas (MINEM) durante el gobierno anterior. Esta 
promoción consiste en la acelerada concesión de lotes mine-
ros y de hidrocarburos, así como en la rápida aprobación de 
los Estudios de Impacto Ambiental (EIA). El gobierno ante-
rior (2006-2011) dejó 50 EIA aprobados, y en junio de 2011, 
24 millones de hectáreas estaban entregadas en concesión 
minera (18,91% del territorio peruano). Al mismo tiempo, en 
mayo de 2010, el 64.98% del territorio de las comunidades 
nativas de la amazonía había sido entregado en concesión 
como lotes para la extracción de hidrocarburos. Este gran 
impulso a las concesiones ha impactado directamente en las 
comunidades campesinas y nativas, las cuales vienen sien-

Croquis de efectos de relave en la comunidad de Comunpata

do presionadas por el uso de los recursos naturales ubica-
dos dentro de su territorio, quedando expuestas a diversos 
intereses económicos y políticos. En un entorno en donde 
el rol fiscalizador del Estado es muy débil, ya que se limita a 
aprobar EIA y otorgar concesiones, la ejecución de los pro-
yectos extractivos y el destino de las comunidades, dueñas 
de extensos territorios que abarcan importantes recursos 
naturales para la vida, se ha venido decidiendo a través de 
negociaciones entre las empresas extractivas y los dirigentes 
de las comunidades, negociaciones que se caracterizan por 
su marcada asimetría en la información y clara ventaja para 
las empresas. De esta manera, tenemos un gran número de 
comunidades que se han sentido despojadas de sus tierras, 
con sus recursos naturales y medios de vida afectados, vien-
do cómo enormes recursos económicos pasan de lado. Esto 
ha traído como consecuencia un número alarmante de con-
flictos con consecuencias trágicas. Según la Defensoría del 
Pueblo, durante el gobierno anterior hubo alrededor de 80 
muertos en conflictos sociales y al 31 de diciembre de 2011 

existen 223 conflictos sociales activos, 57% de los cuales son 
socioambientales.

En lo que va del nuevo gobierno, el Presidente Ollanta 
Humala ya ‘tiene a cuestas’ dos importantes conflictos socia-
les con víctimas humanas, millonarias pérdidas y un cambio 
de gabinete. Un entorno político y mediático abiertamente 
hostil orienta el debate hacia una polaridad de ‘antimineros’ 
versus ‘promineros’, en un espiral de adjetivos que no hacen 
más que generar propuestas infructuosas como el radical “no 
a la minería” o el populista “repartamos el canon”. Es de vital 
importancia colocar a las comunidades campesinas y nati-
vas como actores centrales en este debate, reconociendo la 
prioridad que deben tener en las políticas de superación de 
la pobreza, revalorizando sus conocimientos, sus derechos 
y el rol que cumplen en el manejo de los recursos naturales 
ubicados en su territorio. Las comunidades están en la capa-
cidad de contribuir en la elaboración de políticas públicas 
que promuevan su propio desarrollo, gestionar su territorio y 
el uso de sus recursos naturales, así como negociar –en una 

       



 
 

 
 

 

situación de mayor equidad en la información– con las em-
presas extractivas la implementación de proyectos que ase-
guren mejores condiciones de vida, respeten sus derechos y 
sean sostenibles para el ecosistema y las formas de vida que 
alberga. Para conseguir esto, es crítico el rol que debe asu-
mir el Estado al acompañar a las comunidades y regular las 
negociaciones con las empresas, y de esta manera, asegurar 
y fiscalizar el cumplimiento de los derechos de las comunida-
des campesinas y nativas. 

Martín Valdivia
Oficial, Gestión Sostenible de Recursos Naturales y Cambio 
Climático, Diakonia.
Correo-e: martin.valdivia@diakonia-la.org

Referencias
-- Defensoría del Pueblo. 2011. Información estadística 

del estado de los conflictos sociales (en línea, con-
sultado en diciembre de 2011) Perú. Disponible en  
http://www.defensoria.gob.pe/conflictos-sociales/home.
php?sec=1&pag=5

Seminario Nacional “Comunidades Altoandinas, Inclusión Social y Actividades Extractivas”

Con el propósito de generar propuestas 
concertadas y validadas socialmente 
para resolver la problemática generada 
por los factores mencionados, se llevó 
a cabo el Seminario Nacional “Comu-
nidades Altoandinas, Inclusión Social y 
Actividades Extractivas”, los días 5 y 6 de 
diciembre de 2011 en la ciudad de Lima. 

Logramos reunir a 82 líderes de comuni-
dades altoandinas de diez regiones del 
Perú que dialogaron e intercambiaron 
puntos de vista y conocimientos con 
especialistas de instituciones de la socie-
dad civil y representantes de distintos 

sectores del Estado. A través de este 
diálogo se identificaron los problemas 
principales generados por la exclusión 
social y las actividades extractivas que se 
desarrollan en su territorio y, a partir de 
esta identificación, se elaboraron pro-
puestas concretas para su superación. 

Estas propuestas fueron presentadas 
a representantes de los sectores clave 
del gobierno central durante la sesión 
de cierre del seminario y en visitas 
realizadas por los líderes comunales a 
entidades públicas durante el día 7 de 
diciembre de 2011.

El escenario que articula la realidad de 
las comunidades campesinas es una 
compleja combinación de factores que 
dificultan la superación de su situación 
de pobreza y de exclusión social y polí-
tica. Entre estos factores tenemos: las 
deficiencias educativas, precariedad 
de los servicios públicos, baja produc-
tividad y rentabilidad de la actividad 
agropecuaria, alta vulnerabilidad a los 
efectos del cambio climático, proble-
mas de territorialidad y afectación de 
tierras de comunidades campesinas por 
actividades extractivas.

Recogiendo los relaves en 
Ccascabamba, Angaraes
Foto: Archivos SISAY

-- Instituto del Bien Común. 2011. Sistema de Información 
sobre Comunidades Nativas de la Amazonía Perua-
na (SICNA) (en línea). Lima, Perú. Disponible en http://
www.ibcperu.org

-- Instituto Peruano de Economía. 2011. La tributacion mi-
nera en el Peru: Contribución, carga tributaria y fun-
damentos conceptuales (en línea). Lima, Perú. Sociedad 
Nacional de Minería, Petróleo y Energía. Disponible en 
http://www.snmpe.org.pe/pdfs/Tributacion-Minera-en-el-
Peru/Libro-La-tributacion-Minera-en-el-Peru.pdf

-- Lapeña, Isabel. 2011. Dicen que somos el atraso. propie-
dad comunal y agrobiodiversidad en el Perú. SPDA, 
MacArthur. Lima, Perú.

-- Ministerio de Economía y Finanzas, MEF. 2011. Política 
económica y social (en línea). Lima, Perú. Disponible en 
http://www.mef.gob.pe

-- Portal de Noticias de la Minería Peruana. 2011. Octavo 
Informe del Observatorio de Conflictos Mineros (en 
línea, consultado en diciembre de 2011). Disponible en 
http://www.perumineria.com/2011/12/26/inversion-en-mi-
neria-se-dio-en-22-regiones-y-ascendio-a-us-5325-millones/
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El impacto ambiental del 
proyecto minero Conga: 
más allá de lo enunciado

es el de provisión de agua. Las jalcas intervienen tanto en la 
cantidad de agua que se genera en las cuencas, como en la 
regulación hídrica, que implica la permanencia en el tiempo 
del caudal generado.

•	 	La cantidad total de agua generada está principalmente 
en función de la precipitación, a la que se suman la cap-
tación de agua de nieblas por la vegetación, así como su 
nivel de evapotranspiración y de consumo de agua. Se 
sabe que la precipitación se incrementa con la altitud, 
pero sin vegetación y en suelo impermeable, toda el agua 
de lluvia escurriría inmediatamente hacia las zonas bajas, 
y se agotarían de esta manera todas las reservas para la 
época de estiaje.

•	 	La regulación hídrica ayuda al mantenimiento del agua 
en los ríos durante todo el año, lo que implica una capa-
cidad de almacenamiento de agua. Esta se da a través 
de mecanismos de regulación que pueden ser naturales 
tales como los glaciares, lagunas, suelo, acuíferos subte-
rráneos, etc., y también artificiales como los embalses.

En las jalcas cajamarquinas no existen glaciares pero sí 
lagunas, suelos y acuíferos subterráneos. La vegetación cap-
ta la lluvia que suele ser de baja intensidad a esa altitud y, a 
través de su historia, los suelos han desarrollado condiciones 

Mirella Gallardo Marticorena

La controversia generada por el Pro-
yecto Minero Conga en el Departa-

mento de Cajamarca al norte del Perú, 
es resultado de una “demanda demo-
crática” de la gente que clama legíti-
mamente por ser consultada y parti-
cipar en los beneficios de la inversión 
minera. En este sentido son varios los 
aspectos de política institucional, nor-
matividad y participación ciudadana 
que el gobierno peruano debe abordar 
con independencia e inteligencia, por 
la inclusión social.

El Estudio de Impacto Ambiental que 
presentó la empresa minera fue aproba-
do por el Ministerio de Energía y Minas 
(responsable también de la promoción de 
la minería), pero recibió muchas críticas 
de las instituciones cajamarquinas y del 
Ministerio del Ambiente. Este artículo 
pretende aportar al debate, incorporan-
do otros elementos que aún no han sido 
tomados en cuenta.

Es difícil imaginar que un paisaje altoandino de inmen-
sos cerros, lagunas, bofedales y pastos pueda ser removido y 
luego transformado en pirámides simétricamente dispuestas 
y, aparentemente, pertenecientes a otro paisaje geomorfoló-
gico, distinto al de la jalca cajamarquina. Sin embargo esto 
ha pasado, como lo muestra la vista aérea de la zona (fuente: 
Google Earth). 

El paisaje natural de la zona de explotación de la mina 
Yanacocha está completamente alterado, y en su vecindad 
–hacia el este y noreste– se ubica la zona del proyecto Con-
ga, que aún no ha sido alterada. La explotación minera –es-
pecialmente la de tajo abierto– genera cambios de enormes 
dimensiones, lo que demanda que antes de ponerla en prác-
tica, estos deben ser cuidadosamente analizados.

Los ecosistemas denominados altoandinos, en este caso, 
jalcas cajamarquinas, no solamente brindan extraordinarios 
paisajes, sino que también albergan una gran biodiversidad y 
poblaciones significativas de especies endémicas locales, entre 
las cuales se encuentran las hierbas medicinales que crecen 
en este entorno y otros cercanos, pero no en otros lugares del 
planeta. Estos parajes cajamarquinos brindan valiosos servicios 
ambientales pues son zonas de purificación de aire, reciclaje de 
nutrientes, provisión y regulación de agua. 

De todas las bondades mencionadas, el aspecto más crí-
tico para la vida de las sociedades que dependen de ellas, 

Vista aérea de la zona de Conga
Fuente: Google Earth
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de infiltración y retención de agua, alimentando así los acuí-
feros subterráneos que permiten el flujo lento aguas abajo y 
que son fuente de manantiales, bofedales y quebradas du-
rante el tiempo posterior a la época de lluvias. Por todo ello, 
no en vano un conocido botánico peruano ha propuesto 
considerarlas Centros Hidrológicos.

La implementación de un proyecto minero en este con-
texto implica no solamente la alteración de las lagunas como 
reguladoras naturales de agua, sino también la alteración 
de acuíferos y del suelo, en superficies y volúmenes enor-
memente significativos (alrededor de 500 metros de profun-
didad y en un área de varios miles de hectáreas). No basta 
entonces calcular las capacidades de almacenamiento de las 
lagunas y reemplazarlas por reservorios, sino que además es 
necesario hacer varias preguntas: ¿Cómo impactará el mo-
vimiento de tierras a la captación del agua de lluvias que 
alimenta los acuíferos que afloran más de allá de las áreas de 
influencia directa e indirecta? Si las operaciones de excava-
ción se realizan necesariamente en seco, ¿cuál será su efecto 
en los flujos de agua subterránea?, ¿cuántos manantiales, fil-
traciones, bofedales serán afectados en el área de influencia 
directa?, ¿cuáles son sus caudales, funciones y usos? 

Como ciudadanos de este país, considero que no es 
momento de enfrentarnos en posiciones extremas, sino de 
construir conciencia ciudadana colectiva, basada en el co-

nocimiento, en la verdad y en el derecho que tienen todas 
las personas cuya continuidad de vida en su propia tierra es 
afectada por ciertos proyectos extractivos, como es el caso 
de la explotación minera en una zona de la jalca cajamarqui-
na. Es momento de construir los procedimientos que hagan 
posible el desarrollo económico en conjunto. 

Mirella Gallardo Marticorena
Ingeniera agrícola. especialista en recursos hídricos y temas 
ambientales.
Ex asesora técnica del PDRS-GTZ (hoy GIZ), Cajamarca.
Correo-e: mirella.gallardo@gmail.com

Referencias
-- Acosta, Luis. 2011. Exposición en el Proyecto Punas, 

Agua y Cambio Climático. Instituto de Montaña/CON-
DESAN.

-- García Sayan, Diego. 2011. Cuatro lecciones de Conga. La 
República, Lima, Perú. 11 de diciembre.

-- Gobierno Regional Cajamarca. 2011. La diversidad bio-
lógica en Cajamarca. Visión étnicocultural y poten-
cialidades. Gobierno Regional Cajamarca, Universidad 
Nacional de Cajamarca, Programa Desarrollo Rural Sos-
tenible de la Deutsche Gesellshaft für Internationale Zu-
zammenarbeit (GIZ) - GmbH.

Laguna San Nicolás de Chayhuagón (7 hectáreas), localizada 
en las inmediaciones del campamento del proyecto Conga
Foto: Archivo de la Gerencia de Recursos Naturales del 
Gobierno Regional Cajamarca
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Consumo y 
demanda interna
de ajíes nativos (Capsicum 

spp.) en Perú y Bolivia

Jaqueline García Yi

Perú y Bolivia constituyen uno de los centros de biodiver-
sidad del género Capsicum, el cual incluye a los ajíes nati-

vos y similares. Se considera que existen alrededor de 2.000 
variedades nativas de ajíes. Algunas de estas variedades se 
utilizan como ingredientes en platos tradicionales de estos 
países; sin embargo, la gran mayoría se encuentra subutiliza-
da y en peligro de extinción.

Estos ajíes nativos, además de aportar sabores únicos, 
también son ricos en vitaminas, antioxidantes y Capsaicina, 
un compuesto con propiedades medicinales y pesticidas.

La presente nota es un breve resumen de los resultados de 
los estudios de mercado relacionados con la potencial comer-
cialización para consumo directo de variedades subutilizadas 
de Capsicum nativo dentro de Perú y Bolivia. La comercia-
lización para consumo directo sería uno de los principales 
canales de distribución que podría beneficiar a los pequeños 
agricultores más pobres, a quienes –en un primer momento– 
les sería difícil realizar un procesamiento adicional.

Estos estudios fueron elaborados o supervisados por la 
Universidad de Hannover, dentro del ámbito del proyecto 
“Descubriendo el potencial de la diversidad de los cultivos ol-
vidados para la diferenciación de productos de alto valor y la 
generación de ingresos para los pobres: El caso del Capsicum 

en su centro de origen”, el cual es coordinado por Bioversity 
International y financiado por la Cooperación Alemana (GIZ). 

Como parte del estudio de mercado de Perú, se aplicó 
una encuesta a 205 hogares de Lima, cuyo resultado sugiere 
que casi la totalidad de hogares compra y consume al me-
nos una variedad de ajíes nativos (92%). Por otra parte, las 
variedades compradas y consumidas regularmente son bási-
camente cuatro: el ají amarillo (Capsicum baccatum), rocoto 
(Capsicum pubescens), el ají panca y el ají limo (variedades 
que pertenecen a la especie Capsicum chinense).

En la mayoría de los hogares que no compran o consu-
men variedades nativas, se mencionó que el motivo era por-
que “no sabían que existían otras variedades nativas”, o que 
“no sabían en qué platos utilizarlas” (48%). En este sentido, 
los resultados de este estudio indican que el consumidor li-
meño promedio aún no diversifica su consumo de ajíes na-
tivos dentro de la dieta familiar, porque desconoce la exis-
tencia de la amplia variedad de ajíes nativos, con  sabores 
particulares, y usos específicos, así como su contenido de 
vitaminas y antioxidantes. 

Para el incremento de su consumo es necesario informar 
al consumidor sobre los posibles usos y beneficios que ofre-
cen estos ajíes nativos alternativos; por ejemplo, a través de 

Seleccionando ajíes secos
Foto: Autora

       



 
 

 
 

 

un etiquetado que incluya algunas recetas de cocina u otras 
sugerencias de cómo utilizar estas variedades nativas actual-
mente subutilizadas.

Con respecto al estudio de mercado en Bolivia, que en-
cuestó a 350 hogares en La Paz y Cochabamba, se encontró 
que los ajíes nativos secos importados desde el Perú repre-
sentan casi el 50 % del consumo nacional de ajíes nativos 
secos en estas ciudades. 

El consumo de ajíes nativos en Bolivia se da casi exclu-
sivamente en estado seco, siendo la principal excepción el 
locoto (o rocoto, como es conocido en Perú: Capsicum pub-
escens), el cual se consume mayormente en estado fresco. 
Por otra parte, aunque los precios de los ajíes peruanos son 
iguales o más altos que los de los bolivianos; el estudio señala 
que gran parte de hogares bolivianos está habituado al con-
sumo de ajíes provenientes de Perú, lo cual estaría basado 
principalmente en su sabor característico. Sin embargo, los 
consumidores bolivianos preferirían el color más intenso de 
los ajíes secos bolivianos, siendo esta la principal ventaja de 
las variedades bolivianas frente a las peruanas.

Por lo tanto, en el caso de Bolivia, los ajíes nativos sub-
utilizados pueden ser parte de una cadena de valor muy inte-
resante que debería ser analizada desde una perspectiva del 

potencial desplazamiento de ajíes peruanos secos de contra-
bando por variedades nativas bolivianas con características 
mínimas de sabor y color específicas, lo cual aún no se ha 
contemplado en toda su dimensión.

Dra. Jaqueline García Yi
Investigadora del Instituto de Economía Ambiental y Comer-
cio Mundial, Universidad de Hannover, Alemania
Correo-e: garciayi@iuw.uni-hannover.de
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Distintas variedades de 
Capsicum en el mercado
Foto: Autora

       



 
 

 
 

 

Día internacional de lucha contra 
las represas por los ríos, por el 
agua y por la vida
El Movimiento de Afectados por Repre-
sas de Brasil (MAB) convoca a a sumar-
se y apoyar las movilizaciones que se 
llevarán a cabo el próximo 14 de marzo 
de 2012, para denunciar las consecuen-
cias sociales, económicas, culturales y 
ambientales que ha causado histórica-
mente el modelo hidroenergético (cer-
ca de 80 millones de personas han sido 
desplazadas por la construcción de re-
presas en el mundo). Más información 
en: http://www.mabnacional.org.br/

Conflicto de tierras en el norte 
de Santiago del Estero
El Movimiento Campesino de Santia-
go del Estero (MOCASE), Argentina, 
denuncia la violencia que sufren los 
integrantes de la comunidad indígena 
lule-vilela de San Antonio, por defen-
der su territorio. Cristian Ferreyra, de 
23 años, fue baleado cuando se negó a 
dejar el territorio donde ha vivido toda 
su vida, pretendido por un empresario. 
Durante dos años han sido asesinados 
en la Argentina cuatro campesinos e 
indígenas. El MOCASE (aliado de La 
Vía Campesina) denunció que la repre-
sión tiene relación directa con el avan-
ce del modelo de agronegocios, con 
la soja y la ganadería intensiva, sobre 
territorios comunitarios. Más informa-
ción: http://mocase-vc.blogspot.com/
 

Acaparamiento de tierras, 
gobernanza y corrupción en 
Latinoamérica
El acaparamiento y extranjerización 
de tierras se intensifican en América 
Latina. Martine Dirven, especialista, 
opina que estamos ante “un proce-
so de extranjerización de las tierras 
importantes”. Para el director del 
Centro Peruano de Estudios Sociales, 
Fernando Eguren, el proceso “también 
tiene que ver con restricciones en la 
democracia”. Tras estudiar el tema 
en 61 países, la FAO y el organismo 
mundial anticorrupción Transparency 
Internacional (TI) concluyeron que 
una gobernanza débil incrementa la 
posibilidad de corrupción en la tenen-
cia y administración de la tierra, al 
tiempo que intensifica el impacto de 
la presión sobre su uso. Lourdes Pérez 
Navarro, Prensa Latina. Fuente: http://
farmlandgrab.org/post/view/20024

Marcha del Agua exitosa en Perú

Los participantes de la Marcha del Agua comenzaron con una ceremonia de ‘pago 
a la tierra’, tradicional andina, en las lagunas de las alturas de Celendín, Caja-
marca, al norte del Perú, donde se pretende desarrollar el proyecto Conga de la 
Minera Yanacocha, propiedad de la transnacional Newmont, e iniciaron la mar-
cha. En el camino se fueron sumando personas y, al llegar a Lima, 861 kilómetros 
después, eran más de mil campesinos de muchos lugares en un país donde los 
conflictos por la tierra y el agua son múltiples, tanto con explotaciones mineras 
como con latifundios para la exportación. Al llegar a la capital la marcha creció a 
más de diez mil personas. Fueron al Congreso de la República a dejar un proyecto 
de ley que declara intangibles las cabeceras de cuenca y prohíbe el uso del cianu-
ro y el mercurio en la minería, y otro proyecto que reclama una enmienda consti-
tucional para declarar el derecho humano al agua. Más de información: www.ce-
lendinlibre.wordpress.com y al correo: marcoaz.ccperu@gmail.com (Marco Arana, 
Coordinador Nacional de la Marcha del Agua). Foto: www.lamula.pe

noticias

convocatoria
Ecologizando la economía
La próxima conferencia Río +20, que tendrá lugar en junio de 2012, en Río de Ja-
neiro,  se  centrará en la importancia de ‘ecologizar la economía’ (ver página 40). 
Según el PNUMA, una ‘economía verde’ describe un sistema económico “que se 
traduce en mejorar la equidad de las condiciones del bienestar humano y social, 
y a la vez reducir de manera significativa los riesgos ambientales”.

En su expresión más simple, una economía verde puede ser definida como 
“una economía que es baja en carbono, usa los recursos eficientemente y es de-
mocrática en todo su actuar”. ¿Son estas solo palabras bonitas para describir un 
objetivo imposible? Muchos grupos sociales se muestran escépticos y advierten 
que, a menos que se produzcan cambios fundamentales, la economía verde no 
será más que uno de los tipos de ‘lavado’ de recursos financieros; en este caso, 
un ‘lavado verde’. Otros son más positivos: piensan que con valor, voluntad y una 
visión clara de lo que es importante hacer para enfrentar las actuales amenazas 
a la sostenibilidad de la vida en el planeta, podemos cambiar la economía.

Río+20 reflexionará sobre los acontecimientos de los pasados 20 años, y LEI-
SA también lo hará en la edición 28-2. ¿Cuáles han sido los cambios desde la pri-
mera conferencia de Río en 1992? ¿Estamos caminando en la dirección correcta?

Comparta sus opiniones e ideas sobre el futuro de la agricultura ecológica y sus 
principales actores: los agricultores familiares o campesinos, y también aquellas 
experiencias que muestran su rol actual, tanto el de los varones como el de las mu-
jeres. Estos agricultores tienen mucho que mostrar y mucho que decir: ¿cómo hacer 
que sus voces sean escuchadas? ¿Cuál es el mensaje que queremos llevar a Río +20?

Por favor, visite nuestra página web y deje sus comentarios y opiniones. Sus 
artículos para la edición de junio de LEISA revista de agroecología puede enviar-
los a: Teresa Gianella, editora, antes del 20 de abril de 2011.

Correo-E: leisa-al@etcandes.com.pe
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contribuye a la erradicación 
de la pobreza y al desarrollo 
sostenible. Existe el riesgo 
de que el término ‘economía 
verde’ se utilice para un ‘la-

vado verde’ de las actuales prácticas 
económicas insostenibles. En lugar de 
esto, Río+20 debe centrarse en cues-
tionar y transformar radicalmente el 
paradigma económico actual.

Otros, más optimistas, argumen-
tan que Río+20 es una oportuni-
dad histórica para transformar los 
compromisos abstractos en acciones 
concretas. Puede ser una plataforma 
para la transformación. Hay posibili-
dades reales de incrementar las prác-
ticas sostenibles y viables en apoyo a 
los sistemas alimentarios locales.

No puede haber una economía verde 
sin agricultura familiar sostenible
La agricultura es parte del problema 
y de la solución. ¿Cómo podemos 
pasar de los modelos insostenibles 
en el sistema mundial de alimenta-
ción y la agricultura, hacia un sistema 
mucho más diverso, justo y respe-
tuoso de los pequeños agricultores 
familiares y entornos ecológicos del 
mundo? Los cambios de apariencia 
no son suficientes. Los principales 
grupos de agricultores, organiza-
ciones de la sociedad civil y mujeres 
están fortaleciendo la causa de la 
agricultura familiar sostenible, de los 
sistemas alimentarios regionalizados 
y de la ampliación de los enfoques 
agroecológicos. La agricultura puede 
alimentar a todo el mundo con 
comida saludable, diversa y cultural-
mente apropiada, siempre y cuando 
las decisiones políticas que se tomen 
sean las correctas. Los resultados de 
Río+20 deben apoyar los derechos 
y el acceso a los recursos para las 
mujeres y los pueblos indígenas. La 
apropiación de tierras tiene que ser 
detenida y la producción de alimen-
tos no debe ser comprometida para 

Hace veinte años se celebró en Río 
de Janeiro, Brasil, la Conferencia 

de Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD). 
Muchas de las recomendaciones 
formuladas en 1992 siguen válidas 
hoy. En junio de este año, numerosos 
gobiernos enviarán nuevamente 
delegaciones a Río, para realizar un 
balance de lo que se ha logrado y 
para hacer frente a nuevos desafíos. 
Todo está casi listo para  la conferen-
cia de 2012, “Río+20”, que se centrará 
en un modelo económico que pro-
mueva el desarrollo sostenible. Tiene 
como objetivo erradicar la pobreza 
con una ‘economía verde’, y crear el 
marco institucional necesario para 
ello. Participarán en la conferencia 
representantes gubernamentales de 
alto nivel de los estados miembros, 
junto con organizaciones no guberna-
mentales interesadas en participar en 
los ‘grupos principales’ formalmente 
constituidos, en representación de 
agricultores, organizaciones de la 
sociedad civil, mujeres y pueblos 
indígenas entre otros actores.

¿Lavado verde o una oportunidad 
histórica?
Hay quienes temen que Rio+20 sea 
una repetición de la conferencia de 
1992 y se convierta en otro evento 
en el que la necesidad de erradicar la 
pobreza y rescatar el medioambiente 
se discutan sin llegar a ningún resulta-
do concreto. Se preguntan si Río+20 
dará lugar a las medidas  ‘verdes’  que 
se han formulado a partir del siste-
ma actual, que ha causado la mayor 
parte de los problemas que estamos 
tratando de resolver. El Grupo de Mu-
jeres Mayores ha enfatizado que una 
‘economía verde’ no necesariamente 

la producción de biocombustibles. 
Debe restaurarse la financiación 
pública para el desarrollo agrícola, 
incluyendo el apoyo a la generación 
de conocimiento participativo y su 
difusión.

La construcción de una hoja de ruta
Necesitamos una hoja de ruta infor-
mada e inspirada en las experiencias 
concretas de los agricultores. Los  
éxitos y fracasos, que nos informan 
sobre los obstáculos a la ampliación 
de prácticas sostenibles, deben 
ser compartidos y sistematizados. 
Rio+20 deberá impulsar los esfuerzos 
de documentación de la experiencia. 
En las revistas de la red AgriCulturas 
compartiremos experiencias con 
el fin de convencer a los políticos 
y fortalecer a los defensores de 
derechos, dándoles los argumentos 
que necesitan. Acudimos a nuestros 
lectores y autores, a los agricultores 
y científicos, a quienes tienen un 
conocimiento profundo y vivencial 
de la agricultura sostenible, para que 
sus voces y sus experiencias sean 
escuchadas.

La agricultura familiar es fundamen-
tal en una economía verde y genuina. 
Actualmente la red mundial AgriCul-
turas (The ArgriCulture Network: www.
agriculturesnetwork.org), la integran 
cinco revistas regionales y una de ni-
vel global; juntos llegamos a más de 
medio millón de protagonistas de la 
agricultura en 194 países. Se trata de 
una plataforma sólida que puede in-
fluir en el pensamiento global sobre la 
agricultura. Comparte tu opinión, tus 
sueños y tus experiencias. Mientras 
más inspiradoras sean las contribucio-
nes que recibimos, más fuerte será el 
mensaje que podremos transmitir en 
Río de Janeiro.

Laura Eggens y Edith van Walsum 
L.Eggens@ileia.org - E.van.Walsum@ileia.org
ILEIA, Países Bajos

tema especial:  
¿Qué matices proporcionará?

Laura Eggens y Edith van Walsum

Mapa que muestra el apoyo a Río+20 en el mundo.
Fuente: portal en internet de Río+20 (http://www.
uncsd2012.org/rio20/index.php?menu=116)
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